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INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY PARA LA FAMILIA DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y EL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SUSCRITA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ, DE MANERA CONJUNTA CON LA DIPUTADA IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.
Los que suscriben, Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza de manera conjunta con la Diputada Irma Leticia Castaño Orozco, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, en ejercicio de las facultades que nos confieren los artículos 59 fracción I y II y 82 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 9 Apartado A fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza y 21 fracción IV, 152 fracción I y II, y 154 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, nos permitimos someter a la consideración de este Honorable Congreso la presente iniciativa de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La reforma constitucional en materia de derechos humanos de 2011 garantiza el respeto y la protección de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano forma parte. La armonización de la legislación nacional con los estándares internacionales es obligación internacional establecida en diversos instrumentos internacionales de derechos humanos.

Los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos ratificados por el Estado mexicano forman parte del derecho interno, de acuerdo con los artículos 1 y 133 de la CPEUM y, atendiendo al principio pro persona, aquéllos prevalecen sobre las normas de origen nacional cuando establecen mayor protección a las personas. No obstante, la existencia de normas contradictorias o, incluso, la falta de normas en el ámbito interno pueden inducir a confusión a las y los operadores de justicia que se encargan de aplicarlas.

Al ratificar los instrumentos internacionales, el Estado mexicano tiene la obligación de cumplir con lo establecido en ellos, como, por ejemplo, llevar a cabo la armonización legislativa. Esto implica incorporar las normas internacionales en el derecho interno mediante reformas legislativas, tanto en el ámbito federal como en el estatal, que den sustento a un eficaz acceso a la justicia.

Así pues, la armonización legislativa se debe realizar en el marco normativo federal o estatal, tomando como referente los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos suscritos por el Estado mexicano, así como la jurisprudencia internacional y las sentencias dictadas por los tribunales internacionales en contra del Estado mexicano. De esta manera, se garantizará que se observen los estándares internacionales en la materia, se evitarán conflictos de normas y, lo que es más importante, se hará más eficaz el marco jurídico nacional.

Por  ello,  es  imprescindible  redoblar esfuerzos para  generar  un  marco  normativo que garantice los derechos humanos de las mujeres, lo que incluye la revisión legislativa en materia penal, civil y familiar, primordialmente.

En relación con la armonización legislativa, ésta se debe entender como el procedimiento que tiende a unificar el marco jurídico vigente de un país, conforme al espíritu y contenido de los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos. Es importante que esta armonización legislativa se lleve a cabo desde una perspectiva de género, la cual se define como:

La visión científica, analítica y política sobre las mujeres y los hombres, que propone eliminar las causas de la opresión de género como la desigualdad, la injusticia y la jerarquización de las personas basada en el género, además promueve la igualdad entre los géneros a través de la equidad, el adelanto y el bienestar de las mujeres; contribuye a construir una sociedad en donde las mujeres y los hombres tengan el mismo valor, la igualdad de derechos y oportunidades para acceder a los recursos económicos  y  a  la  representación  política  y  social  en  los  ámbitos de toma  de decisiones.
El Centro de Estudios para el Adelanto de las Mujeres y la Equidad de Género (CEAMEG) de la Cámara de Diputados señala que la armonización legislativa con perspectiva de género es aquella en la que se deben “hacer compatibles las disposiciones federales o estatales, según corresponda, con las de los tratados de derechos humanos de las mujeres de los que México forma parte, con el fin de evitar conflictos y dotar de eficacia a estos últimos”.   La armonización legislativa hecha desde esta perspectiva debe ser transversal, de manera que se valoren “las implicaciones que tiene para las mujeres y los hombres cualquier acción que se programe, tratándose de legislación, políticas públicas, actividades administrativas, económicas y culturales en las instituciones públicas y privadas”.
Al hacer un análisis legislativo desde la perspectiva de género, debe verificarse que tanto los hombres como las mujeres tengan las mismas oportunidades de obtener iguales resultados, lo que implica que, en ciertas circunstancias, será necesario que haya un trato diferenciado a unas y otros, el cual deberá ser objetivo y razonable y no atentar directa o indirectamente contra la dignidad humana. Lo anterior, con el fin de no obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y las libertades de las personas.

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha señalado que:

Para analizar si una ley ordinaria cumple o no con el derecho humano a la igualdad y no discriminación por cuestiones de género, reconocido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual se robustece con el numeral 4o, párrafo primero, de la propia Constitución, debe considerarse que dicha discriminación puede ser directa e indirecta. La directa se presenta cuando la ley da a las personas un trato diferenciado ilegítimo; mientras que la indirecta se actualiza cuando la discriminación se genera como resultado de leyes, políticas o prácticas que, en apariencia, son neutrales, pero que impactan adversamente en el ejercicio de los derechos de ciertos grupos o personas. Así, el legislador debe evitar el dictado de leyes que puedan crear una situación de discriminación de jure o de facto.
En los últimos decenios, el Estado mexicano ha desarrollado un amplio cuerpo normativo en materia de derechos humanos, y más específicamente, para la prevención, atención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres y la igualdad de género. Si bien ha habido avances significativos gracias a la promulgación de leyes y la instrumentación de políticas públicas, aún falta mucho por hacer, como por ejemplo, avanzar en la armonización legislativa nacional con el marco jurídico internacional que reconoce y garantiza los derechos humanos de las mujeres.

Si bien los derechos humanos siempre han sido parte del marco legal mexicano, a partir de la reforma de junio de 2011 adquieren mayor relevancia y eficacia operativa, ya que se elevaron a rango constitucional. En concordancia con lo que establece el artículo 133 de la CPEUM, dicha reforma hace evidente que los tratados son normas autoaplicativas, porque pasan a formar parte del sistema jurídico, aun sin la complementación legislativa, e inclusive con una jerarquía superior a las leyes federales. No obstante, esta situación no exime a los Poderes Legislativos, Federal y Locales de la obligación de armonizar las leyes en el ámbito de sus respectivas competencias, principalmente por razones de certidumbre y seguridad jurídica, valores fundamentales de un Estado de Derecho.

Asimismo, en materia de derechos humanos, la reforma constitucional penal de 2008 es crucial para el sistema legal mexicano, ya que trae aparejada una nueva forma de abordar el sistema de justicia penal desde la perspectiva garantista del pleno respeto de los derechos humanos del imputado y la víctima. Otra de las reformas que cabe destacar es la de 2011 en materia de amparo, con la cual se amplió la posibilidad de promover juicios de amparo en contra de omisiones de autoridades que violen tanto los derechos humanos como las garantías para su protección.

Con respecto a estas reformas, Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (COCEDAW) recomendó al Estado mexicano “adoptar las medidas necesarias para garantizar, en particular mediante una coordinación efectiva, la armonización coherente y consecuente de la legislación pertinente en todos los planos con las reformas de la Constitución  en  materia de derechos humanos (2011) y del sistema de justicia penal (2008)”.
La reforma constitucional al sistema de justicia penal y la normatividad relacionada se llevó a cabo en 2008, y se focalizó principalmente en el ámbito procesal penal atendiendo a la necesidad de establecer un sistema de procuración e impartición de justicia, que pasó de ser un proceso inquisitivo a un proceso penal acusatorio y oral.

Esta reforma afectó primordialmente los siguientes elementos: el establecimiento del proceso acusatorio; los principios procesales relativos al sistema penal acusatorio y oral; los derechos del imputado o imputada; los derechos de la parte ofendida y de la víctima; modificaciones a las atribuciones y facultades de Ministerio Público; cambio en el procedimiento, en las atribuciones, facultades y actuaciones del órgano jurisdiccional, y los mecanismos alternos de solución de controversias. Esta reforma al sistema de justicia propone un nuevo abordaje del acceso a la justicia penal, está orientado a ser garantista, y tiene como fundamento el respeto a los derechos humanos, la presunción de inocencia y el acompañamiento obligado de un asesor o asesora jurídica o, en su caso, de un abogado o abogada defensora de la persona acusada.

Con esta reforma se establecieron las bases para el modelo de un proceso penal acusatorio, a partir de la regulación de los artículos 16 al 20 de la Constitución. Para su implementación, la reforma se complementó con adecuaciones a la legislación secundaria, como la integración de un Código Nacional de Procedimientos Penales que fue expedido en 2014 y que entrará en vigor en 2016. Esta reforma repercute directamente en las personas que intervienen en los procesos penales, como las operadoras y los operadores del sistema de justicia y las y los sujetos procesales, pues deben capacitarse para conocer el nuevo modelo procesal que impacta no sólo en el ámbito legal, sino también en la infraestructura material y administrativa.

El 10 de junio de 2011 se publicó la Reforma constitucional en materia de derechos humanos. Con ella, se los eleva a rango constitucional y se reconocen en la Constitución los tratados internacionales en la materia celebrados por el Estado mexicano. Además, establece que la interpretación de las normas será siempre la más favorable para la persona (principio pro persona) y señala el deber del Estado de promover, respetar, proteger y garantizar los  derechos  humanos de conformidad  con  los  principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, así como de prevenir, investigar y sancionar las violaciones a los derechos humanos.

En el marco de la Reforma, se cambió la denominación del Capítulo I del Título Primero de la Constitución a “De los derechos humanos y sus garantías”, y el término “individuo”, por “persona”. El artículo 1 reconoce que toda persona goza de los derechos y de los mecanismos de garantía reconocidos, tanto por la Constitución, como por los tratados internacionales, e incorpora los principios universales de reconocimiento y protección de los derechos humanos.

Las modificaciones al artículo conllevan un cambio en el paradigma constitucional mexicano, pues introdujo la interpretación de los artículos a partir del principio de interpretación conforme, el control de convencionalidad, el principio  pro persona, los principios de los derechos humanos y el principio de no discriminación. Además, establece las características, las obligaciones y la reparación que corresponden al Estado mexicano en caso de violaciones graves a los derechos humanos, así como lo relativo a la restricción y suspensión de los mismos.
La figura de la interpretación conforme implica que todas las normas relativas a derechos humanos, sin importar su rango jerárquico, deberán estar conformes o se deberán interpretar a la luz de la propia Constitución, de los tratados internacionales en materia de derechos humanos y del bloque de constitucionalidad, los cuales se incorporan al orden interno para poder ser aplicados por los operadores de justicia.

El “bloque de constitucionalidad” se compone por los derechos humanos contenidos en la Constitución, la jurisprudencia generada por el Poder Judicial Federal, los tratados internacionales en materia de derechos humanos de los que México forma parte, la Convención Americana de los Derechos Humanos, los protocolos adicionales a la misma y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, encargada de interpretar la Convención. Esto deberá ser contrastado con las normas de rango inferior, para no contravenir el bloque de constitucionalidad. Una forma de llevar a cabo esta interpretación conforme consiste en hacer un “control de convencionalidad”.
El principio pro persona, contenido en el artículo 1 constitucional, es uno de los principios más importantes de la Reforma de 2011, pues introduce los más altos estándares en materia de derechos humanos establecidos en los tratados internacionales firmados y ratificados por México e incluso los contenidos en los documentos internacionales no vinculantes para el Estado mexicano. Este principio obliga al intérprete de normas de derechos humanos a elegir, de entre las distintas opciones de interpretación o de entre las diversas normas aplicables, la interpretación más favorable a la persona, es decir, aquella que implica una mayor protección para la persona titular del derecho humano o una menor restricción de derechos. Además, se establece la obligación del Estado mexicano de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, lo cual debe cumplirse a la luz de los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad, progresividad y no discriminación.

En principio, la igualdad formal constituye el conjunto de  posibilidades y capacidades imputables a la persona y prohíbe hacer distinciones o diferencias entre los seres humanos en cuanto tales. Aunque en principio las leyes deben ser racionales, objetivas y estar sujetas a principios, históricamente ha habido leyes que han negado los derechos de las mujeres.

“Se afirma que el concepto de igualdad no se basa en un principio neutral sino que se ha construido desde una perspectiva masculina. Desde este punto de vista la igualdad para las mujeres no necesita predicarse a partir de las similitudes con los hombres, sino que se abre el debate sobre qué espacio deben tener las diferencias en relación a la igualdad”.
A partir de las reformas al sistema de justicia penal y en materia de derechos humanos, la SCJN ha dictado tesis jurisprudenciales en las cuales se pondera que la igualdad entre mujeres y hombres es un derecho humano, dando directrices a juzgadores y legisladores en cuanto a la aplicación de este derecho. En este sentido, la SCJN establece que:

No es admisible crear diferencias de trato entre seres humanos que no correspondan con su única e idéntica naturaleza; sin embargo, como la igualdad y  la  no  discriminación  se  desprenden  de  la  idea  de unidad de  dignidad  y naturaleza de la persona, no todo tratamiento jurídico diferente es discriminatorio, porque no toda distinción de trato puede considerarse ofensiva, por sí misma, de la dignidad humana. Por tanto, la igualdad prevista por el artículo 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en diversos instrumentos internacionales en materia de derechos humanos, más que un concepto de identidad ordena al legislador no introducir distinciones entre ambos géneros y, si lo hace, éstas deben ser razonables y justificables.
En el México en el ámbito Federal y en el Estado de Coahuila de Zaragoza se han promulgado una serie de legislaciones que han permitido que se protejan los derechos humanos de las personas, priorizando en algunas de ellas la protección de los derechos humanos de la mujeres, niñas y niños, con el objetivos de cumplir con las recomendaciones y sentencias que se han dictado a nivel internacional en contra del Estado Mexicano, los marcos normativos que sirvieron como ejes de referencia para este trabajo fueron:

1.         Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres

Esta ley es una disposición reglamentaria de los artículos 1 y 4 de la Constitución. Su objetivo es regular y garantizar la igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres, así como proponer los lineamientos y mecanismos institucionales que orienten a la nación hacia el cumplimiento de la igualdad sustantiva en los ámbitos público y privado, promoviendo el empoderamiento de las mujeres y la lucha contra toda discriminación por motivos de género. Sus disposiciones son de orden público e interés social y de observancia general en todo el territorio nacional. Los principios rectores de esta ley son: la igualdad, la no discriminación, la equidad y todos aquellos contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Los sujetos de los derechos establecidos en la ley son las mujeres y los hombres que se encuentren en territorio nacional, que por razón de su sexo, independientemente de su edad, estado civil, profesión, cultura, origen étnico o nacional, condición social, salud, religión, opinión o discapacidad, vean afectado el derecho a la igualdad.

El artículo 38 de la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres señala acciones concretas que deberán llevar a cabo  las autoridades con el fin de promover la igualdad en el acceso a los derechos sociales y el pleno disfrute de éstos, entre las que destacan: “garantizar el seguimiento y la evaluación de la aplicación en los tres órdenes de gobierno, de la legislación existente, en armonización con instrumentos internacionales”. Esta disposición señala la obligación de llevar a cabo la armonización legislativa en materia de igualdad y no discriminación para todos los poderes que integran el Estado mexicano, incluido el Legislativo.

2.         Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia

El objetivo de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de   Violencia (LGAMVLV) es establecer la coordinación entre la Federación, las entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios para prevenir, atender sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres. La Ley establece los principios de igualdad y no discriminación para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia y al desarrollo y bienestar personal, así como para garantizar la democracia, el desarrollo integral y sustentable que fortalezca la soberanía y el régimen democrático establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Este instrumento normativo señala las medidas necesarias para garantizar la prevención, la atención, la sanción y la erradicación de todos los tipos de violencia contra las mujeres durante su ciclo de vida y en todos los ámbitos,  y para promover su desarrollo integral y su plena participación en todas las esferas de la vida.

Los principios rectores de esta Ley que deberán observarse en la elaboración y ejecución de las políticas públicas federales y locales son: la igualdad jurídica entre la mujer y el hombre, el respeto a la dignidad humana de las mujeres, la no discriminación y la libertad de las mujeres. Con respecto a la armonización legislativa para garantizar a las mujeres una vida libre de violencia, la LGAMVLV señala que:

La Federación, las entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios, en el ámbito de  sus respectivas competencias expedirán las normas legales y tomarán las medidas presupuestales y administrativas correspondientes, para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, de conformidad con los Tratados Internacionales en Materia de Derechos Humanos de las Mujeres, ratificados por el Estado mexicano.
3.         Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación

El objetivo de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación  es prevenir y eliminar todas las formas de discriminación que se ejerzan contra cualquier persona en los términos del artículo 1 de la Constitución. Así, prohíbe toda práctica discriminatoria que tenga por objetivo o efecto el impedir o anular el reconocimiento o ejercicio de los derechos y la igualdad real de oportunidades de las personas. La ley define la discriminación como:

Toda distinción, exclusión, restricción o preferencia que, por acción u omisión, con intención o sin ella, no sea objetiva, racional ni proporcional y tenga por objeto o resultado obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y libertades, cuando se base en uno o más de los siguientes motivos: el origen étnico o nacional, el color de piel, la cultura, el sexo, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, económica, de salud o jurídica, la religión, la apariencia física, las características genéticas, la situación migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las preferencias sexuales, la identidad o filiación política, el estado civil, la situación familiar, las responsabilidades familiares, el idioma, los antecedentes penales o cualquier otro motivo.
4.         Ley General de Víctimas

La Ley General de Víctimas  obliga a las autoridades del Estado y a los organismos e instituciones públicas y privadas, en el ámbito de sus competencias, a velar por la protección de las víctimas y a proporcionarles ayuda, asistencia o reparación integral. Su principal objetivo es:

Reconocer y garantizar los derechos de las víctimas del delito y de violaciones a derechos humanos, en especial el derecho a la asistencia, protección, atención, verdad, justicia, reparación integral, debida diligencia y todos los demás derechos consagrados en ella, en la Constitución, en los Tratados Internacionales de derechos humanos de los que el Estado Mexicano es Parte y demás instrumentos de derechos humanos.
Otro aspecto importante que abarca la ley es la reparación integral, la cual comprende las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica, las cuales deben aplicarse a favor de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud del hecho cometido o la gravedad y magnitud de la violación de sus derechos, así como las circunstancias y características del hecho victimizante.
5.         Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

Esta ley reconoce la titularidad de derechos de niñas, niños y adolescentes, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Asimismo, garantiza el pleno ejercicio, respeto, protección y promoción de sus derechos humanos, de acuerdo con lo establecido en la Constitución. En relación con el interés superior de la niñez, señala que “deberá ser considerado de manera primordial en la toma de decisiones sobre una cuestión debatida que involucre niñas, niños y adolescentes”.
6.         Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos (Ley General de Trata)

Esta ley tiene por objeto establecer competencias y formas de coordinación para la prevención, investigación, persecución y sanción de los delitos en materia de trata de personas. Instaura los mecanismos efectivos para tutelar la vida, la dignidad, la libertad, la integridad y la seguridad de las personas, así como el libre desarrollo de niñas, niños y adolescentes, cuando sean amenazados o lesionados por la comisión de los delitos establecidos en la ley. Además de señalar las disposiciones relativas a la reparación el daño a las víctimas de manera integral, adecuada, eficaz y efectiva, proporcional a la gravedad del daño causado y a la afectación sufrida.

Esta ley impone la obligación a la Conferencia Nacional de Procuradores de proponer la armonización legislativa de los tipos penales vinculados a esta materia en todo el país.

7.         Ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres en el Estado de Coahuila de Zaragoza (LIMHC)
El eje principal de la esta ley es “garantizar que las mujeres y los hombres sean iguales en dignidad, en derechos y obligaciones”. Asimismo, el objeto de la ley es “desarrollar la normatividad que en materia de igualdad entre mujeres y hombres, prevén la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para alcanzar una sociedad más democrática, justa y solidaria.”
En materia de armonización, la LIMHC establece que en el sistema estatal la Secretaría de las Mujeres tiene la atribución de “velar por el progreso legislativo en materia de igualdad entre mujeres y hombres, a fin de armonizar la legislación local con los estándares internacionales en la materia”.  Además, establece que las entidades públicas deben promover la igualdad en la vida civil, a través de acciones que permitan “impulsar las reformas legislativas y políticas públicas para prevenir, atender, sancionar y erradicar la desigualdad en los ámbitos público y privado”.
8.         Reglamento de la Ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

El objeto del Reglamento es proveer el exacto cumplimiento de las disposiciones de la LIMHC y establecer las bases de coordinación entre el gobierno del estado y los gobiernos municipales para el cumplimiento de la Ley. Señala que la administración pública estatal y la municipal deberán establecer acciones y políticas públicas para garantizar y fortalecer la igualdad en materia de acceso a la justicia, empoderamiento y autonomía de las mujeres y participación de las mujeres en la toma de decisiones.

Asimismo, señala que el Sistema Estatal para la Igualdad entre Mujeres y Hombres se encargará de las políticas y acciones interinstitucionales orientadas a garantizar la plena igualdad entre mujeres y hombres. Así, una de sus atribuciones es “aprobar los instrumentos jurídicos o normativos que se presenten con motivo de la revisión periódica del  marco  normativo  local,  a  fin de  armonizar  la  legislación  local  con  los  estándares internacionales y nacionales en la materia.”
9.         Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza

El objetivo de esta ley es la prevención, atención, asistencia, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres de cualquier edad en el ámbito público y privado. Como parte de su observancia e implementación la autoridad estatal establecerá los principios, las políticas y las acciones destinados a eliminar cualquier tipo de violencia contra las mujeres.

A través de las entidades de la administración pública estatal, se implementarán políticas públicas que deberán condenar la violencia contra la mujer y no invocar ninguna costumbre, tradición o consideración religiosa para eludir su obligación de procurar eliminarla. Además deberán proceder con la debida diligencia a fin de prevenir, investigar y, conforme a la legislación estatal, sancionar todo acto de violencia contra la mujer, ya se trate de actos perpetrados por autoridades o por particulares

Así mismo se deberá garantizar a las mujeres el acceso a los mecanismos de justicia, conforme a la legislación civil, penal, laboral y administrativa a fin de que se sancionen a los responsables   y se les condene a la reparación del daño. Y dentro de un marco de cooperación interinstitucional,   asegurar que estas y sus hijos, dispongan de asistencia especializada, como servicios de rehabilitación, ayuda para el cuidado y manutención de los niños, tratamiento, asesoría, servicios, instalaciones y programas sociales y de salud, así como estructuras de apoyo.

10.       Reglamento de la Ley de Acceso de la Mujeres a una vida libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza
El objetivo del Reglamento es “regular las disposiciones de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza”. En relación con la armonización legislativa, el Reglamento establece que entre las atribuciones del Poder Legislativo está la labor de “armonizar y mantener actualizado el marco normativo del Estado bajo los principios de igualdad jurídica entre mujeres y hombres, respeto a la dignidad humana de las mujeres, no discriminación, libertad de las mujeres e integración de las mujeres a la vida democrática y productiva del Estado”.
En el ámbito internacional en las últimas décadas, México ha firmado y ratificado diversos instrumentos internacionales en materia de derechos humanos, como la Declaración Universal  de  los  Derechos  Humanos,  el Pacto Internacional  de  Derechos  Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés). A nivel regional, destaca la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra  la Mujer,  conocida como la “Convención de Belém do Pará”. Cabe mencionar también las normas establecidas en documentos que, si bien no son jurídicamente vinculantes, son una herramienta fundamental en el desarrollo del derecho internacional de los derechos humanos conocidos como soft law.  Estas herramientas incluyen las conferencias mundiales sobre la mujer celebradas por la ONU, la primera tuvo lugar en México, en 1975. A continuación se señalan los principales instrumentos internacionales y sus mecanismos de implementación y seguimiento que han servido de fundamento en esta propuesta legislativa.

1.         Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la Mujer (CEDAW)

La CEDAW representa un avance histórico en la protección de los derechos de las mujeres y es una referencia obligatoria en materia de igualdad entre mujeres y hombres. En el preámbulo de la Convención se establece que, a pesar de la existencia de instrumentos jurídicos que consagran la igualdad de derechos entre hombres y mujeres, la discriminación contra las mujeres sigue existiendo en todas las sociedades, y que atenta contra la dignidad humana y obstaculiza el bienestar de la sociedad y la familia. En el artículo 1 señala que la expresión "discriminación contra la mujer" denota toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos de la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.

En la CEDAW se establece la obligación de los Estados Parte de adoptar medidas legislativas, administrativas y jurisdiccionales, destinadas a garantizar y proteger todos los derechos humanos de las mujeres, sobre la base de la igualdad entre mujeres y hombres y el combate a la discriminación, así como a impulsar políticas públicas con perspectiva de género.

La CEDAW es un tratado internacional vinculante. Al ratificarla, los Estados Parte se obligan jurídicamente a adoptar una serie de medidas dirigidas a lograr el pleno desarrollo y adelanto de las mujeres; la igualdad de facto entre hombres y mujeres; la modificación de patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres; la supresión de todas las formas  de  trata  y explotación de la prostitución  de las mujeres; la eliminación de la discriminación contra las mujeres en la vida política y pública del país; la promoción de la participación de las mujeres en la esfera internacional; la igualdad de derechos en el ámbito de la educación, el empleo, la atención médica y en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares, entre otras cuestiones.

Lo establecido por la CEDAW en materia de igualdad y no discriminación es vinculante, y pasa a ser parte de la normativa nacional de los Estados signatarios. Así, la Convención prohíbe la discriminación de las mujeres en todas las esferas, pública o privada, y señala que la discriminación afecta a las mujeres en las distintas etapas de su existencia. Por otra parte, fortalece el concepto de indivisibilidad de los derechos humanos al recoger en un único instrumento derechos económicos, sociales, culturales, civiles, políticos, así como derechos colectivos y el derecho al desarrollo. El principio rector de la CEDAW es la igualdad sustantiva, que comprende la igualdad de oportunidades y la igualdad de resultados. La Convención obliga a los Estados Parte a respetar, proteger y garantizar los derechos de las mujeres frente a actos discriminatorios cometidos por individuos, empresas o instituciones no estatales. Asimismo, establece la obligación de los Estados de adoptar medidas temporales de carácter afirmativo para eliminar los roles y estereotipos de género, y reconoce el papel de la cultura y las tradiciones en el mantenimiento de la discriminación contra las mujeres.

Con respecto a la armonización legislativa, establece que los Estados Parte convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se comprometen a: (…) adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sanciones correspondientes que prohíban toda discriminación contra la mujer; (…) adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la mujer; y derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discriminación contra la mujer.
Asimismo, señala que “se tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas política, social,  económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre”. Estas disposiciones son el fundamento para llevar a cabo el proceso de armonización legislativa en los Estados que han ratificado la CEDAW.

2.         Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité de la CEDAW/CoCEDAW)

La Convención señala el establecimiento de un Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, cuya función principal es examinar los progresos  de la correcta aplicación de la CEDAW y colaborar con los Estados Parte para eliminar la discriminación contra las mujeres. Con este fin, los Estados envían informes periódicos –al menos cada cuatro años– al Comité o cuando éste lo solicita, detallando las “medidas legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que han adoptado” en cumplimiento de la Convención, así como sus progresos en cuanto a su aplicación.

Este Comité emite Recomendaciones Generales dirigidas a todos los Estados Parte que han ratificado la Convención, y Recomendaciones Específicas en relación con los informes que cada país presenta, donde se hacen observaciones sobre las violaciones a derechos humanos de las mujeres que se presentan en cada país. Hasta la fecha se han emitido 33 Recomendaciones Generales sobre diferentes temas.

En la Recomendación General 28,  relativa al artículo 2 de la CEDAW, se determina la naturaleza de las obligaciones jurídicas generales de los Estados Parte, y con respecto a la armonización  legislativa, señala que los Estados  Parte deben  evaluar de  inmediato  la situación de jure y de facto de las mujeres y adoptar medidas concretas para eliminar por completo todas las formas de discriminación contra ellas con el fin de alcanzar la igualdad sustantiva de mujeres y hombres. “Una política de esta naturaleza debe incluir garantías constitucionales y legislativas, incluida la armonización con las disposiciones jurídicas nacionales y la enmienda de las disposiciones jurídicas que sean contrarias”.
3.         Recomendaciones del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer a los Informes del Estado Mexicano

Desde que suscribió la CEDAW, México ha presentado ocho informes periódicos sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que se han adoptado para hacer efectivas las disposiciones de la Convención y sobre los progresos alcanzados en este sentido.

En cuanto a las recomendaciones que el Comité de la CEDAW ha hecho al Estado mexicano en materia de armonización legislativa a sus informes periódicos destacan los siguientes.

En el Sexto informe, el Comité señala que “se observa con preocupación el que no haya una armonización sistemática de la legislación y de otras normas federales, estatales y municipales con la Convención, lo cual tiene como consecuencia la persistencia de leyes discriminatorias en varios estados y dificulta la aplicación efectiva de la Convención”.
Además, lo exhorta a que se “conceda una alta prioridad a la armonización de las leyes y las normas federales, estatales y municipales con la Convención, en particular mediante la revisión   de   las   disposiciones   discriminatorias   vigentes”.     Hay   que   resaltar   la recomendación específica en relación con la preocupación del Comité de la CEDAW por las demoras en “la aprobación de los proyectos de ley pendientes y las enmiendas de las leyes vigentes que son críticas para lograr el disfrute de los derechos humanos de las mujeres y la eliminación de la discriminación”. El no atender esta recomendación podría dar pauta a que se extienda la brecha de desigualdad de género en el ámbito legal.

En las Observaciones finales del Séptimo y Octavo Informes presentados por México al Comité de CEDAW, destaca el reconocimiento de la Reforma constitucional en materia de derechos humanos, que eleva a rango constitucional los tratados internacionales de derechos humanos, incluida la Convención, y que consagra el principio pro persona.
No obstante, con respecto a la armonización legislativa, el Comité recomienda “adoptar las medidas necesarias para eliminar las incoherencias en los marcos jurídicos entre los planos federal, estatal y municipal, entre otras cosas integrando en la legislación estatal y municipal pertinente el principio de la no discriminación y la igualdad entre mujeres y hombres”. Además, señala que el Estado debe “derogar las disposiciones discriminatorias contra las mujeres, y proporcionar definiciones y sanciones coherentes, entre otras cosas sobre la violación, el aborto, las desapariciones forzosas, la trata de personas, las lesiones y los homicidios por motivos llamados ‘de honor’, así como sobre el adulterio”,  y que se debe armonizar de manera coherente “la legislación penal, procesal y civil con la Ley General o las leyes locales sobre el acceso de la mujer a una vida libre de violencia y con la Convención”. Es fundamental que las instancias legislativas atiendan estas recomendaciones para cumplir con las observaciones emitidas por el Comité.

4.         Recomendaciones del Examen Periódico Universal de la ONU

El Examen Periódico Universal, (EPU) fue creado en marzo de 2006 y consiste en un procedimiento de revisión del cumplimiento de las obligaciones y compromisos de derechos humanos de cada uno de los Estados Miembros de la ONU, cada cuatro años.

En 2009, el Consejo de Derechos Humanos emitió una lista de recomendaciones al Estado mexicano en el marco del EPU. La segunda revisión a México tuvo lugar el 23 de octubre del 2013. Como parte de las conclusiones de esta última revisión, en materia de armonización legislativa y protección de los derechos humanos de las mujeres destacan las siguientes:

•          Garantizar la aplicación de las leyes de igualdad de género, en particular la Ley General para la Igualdad entre hombres y mujeres, en los 32 estados.

•
Continuar  la  promoción  de  la  legislación  y  las  medidas  para  eliminar  la discriminación y fortalecer la protección de los derechos de los grupos desfavorecidos, como las mujeres, los niños y los pueblos indígenas.

5.         Cuarta Conferencia Mundial de la Mujer celebrada en Beijing, República Popular China, 1995.

En la Cuarta Conferencia Mundial de la Mujer se estableció la Plataforma de Acción de Beijing como un programa encaminado a crear las condiciones para potenciar el papel de la mujer en la sociedad. Allí, se reconoce la importancia de trasladar el contenido de los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos a la legislación interna de los países miembros de la ONU, favoreciendo con ello el reconocimiento de los derechos humanos de las mujeres. Este documento establece 12 áreas de atención prioritaria para ofrecer a las mujeres una mejor calidad de vida. Los temas que se abordan son: pobreza, educación, salud, violencia, economía, toma de decisiones, mecanismos para el adelanto de las mujeres, medios de difusión, medio ambiente y derechos de las niñas.

Además, en la Plataforma se establecieron las medidas afirmativas para alcanzar en el corto y mediano plazo las metas propuestas. Entre estas medidas se encuentra la armonización legislativa, de manera que los países que se adhirieron a la Plataforma deben “adoptar o aplicar las leyes pertinentes, y revisarlas y analizarlas periódicamente a fin de asegurar su eficacia para eliminar la violencia contra la mujer”. Estas medidas están encaminadas a fortalecer la legislación vigente para garantizar los derechos de las mujeres.

6.         Sentencias dictadas en contra del Estado mexicano por la Corte Interamericana de los Derechos Humanos

La Convención Americana sobre Derechos Humanos instrumentó dos órganos competentes para tener conocimiento sobre las violaciones a los derechos humanos: la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH). Esta última es un tribunal internacional que tiene una función de tipo contencioso, según la cual conoce y resuelve los casos sometidos a su jurisdicción por la Comisión o por un Estado perteneciente a la Organización de Estados Americanos (OEA), respecto de presuntas violaciones a los derechos humanos. Sus resoluciones y jurisprudencia son jurídicamente vinculantes, es decir, obligatorias en su cumplimiento para los Estados que se someten a su jurisdicción.

Los casos que son sometidos a la consideración de la Corte culminan con una o varias resoluciones que, en su caso, declaran qué derechos humanos se violaron e imponen el resarcimiento a la(s) víctima(s). La condena impuesta puede traducirse en diversos modos de reparación del daño, los cuales pueden ser pecuniarios, pues pueden incluir daño material, moral e, incluso, al proyecto de vida de los afectados o de sus sobrevivientes. Otras medidas podrían ser, por ejemplo, llevar a cabo investigaciones profundas y efectivas para determinar fehacientemente quiénes son las o los responsables de la violación de los derechos humanos. En materia de legislación, estas medidas pueden consistir en la anulación de leyes —con efectos generales—, la obligación de modificar la legislación interna, que puede ser ordinaria o hasta constitucional o, en su caso, la expedición de normas que hagan efectivos los derechos consagrados en la Convención Americana de Derechos Humanos. A partir del 16 de diciembre de 1998, México reconoce la competencia contenciosa de la Corte en lo que respecta a presuntas violaciones de derechos humanos en el país. A la fecha, se han dictado seis sentencias en contra del Estado mexicano, de las cuales tres fueron por violación a los derechos humanos de las mujeres, particularmente en lo que se refiere al acceso a la justicia.
De las sentencias emitidas por la Corte IDH en contra del Estado mexicano, es importante destacar el “Caso Rosendo Radilla Cantú vs. Estado Mexicano”, que aun cuando no sea un caso de violación de derechos humanos de las mujeres, constituye un parteaguas en la aplicación de la justicia en México. En relación con esta sentencia, la Corte IDH resolvió que sus sentencias son de aplicación obligatoria para todas las autoridades mexicanas, facultando a las y los juzgadores a hacer un control de convencionalidad al aplicar tratados internacionales de derechos humanos, aun cuando éstos pudiesen ser contrarios a lo establecido en la legislación mexicana, debiéndose privilegiar, siempre, la aplicación del derecho que más favorezca a la persona.  Estas resoluciones emitidas por la Corte IDH fortalecen las reformas constitucionales en materia de justicia penal, en materia de amparo y de derechos humanos, permitiendo al Estado mexicano el cumplimiento de las sentencias. Así,  es  necesario  que  las  y  los  legisladores  incluyan  en  sus  agendas  legislativas  la armonización en sus respectivos ámbitos, para que todos los estándares internacionales en materia de derechos humanos sean incorporados en el derecho interno, asegurando así su reconocimiento y respeto.

En materia de violación de los derechos humanos de las mujeres, destaca la sentencia del “Caso González y otras ("Campo Algodonero") vs. México”,  la cual no sólo incidió en el derecho mexicano, sino que se considera un referente en el ámbito regional, ya que es la primera resolución donde la Corte IDH se pronuncia, con base en la Convención de Belém do Pará, sobre la obligación del Estado de no discriminar, de actuar con diligencia, de incluir normas para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra las mujeres, así como sobre la competencia para conocer sobre violaciones de derechos humanos, así calificados en este instrumento normativo.
7.         Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, “Convención de Belém do Pará”

La Convención de Belém do Pará fue creada con el objetivo de prevenir, sancionar y erradicar todas las formas de violencia contra las mujeres en los países de la OEA. Es un instrumento internacional, de carácter regional y vinculante, que ha sido firmado y ratificado por el Estado mexicano. Por ello, su aplicación y observancia es obligatoria. Además de reconocer los derechos de las mujeres, establece definiciones, ámbitos de aplicación y medidas integrales para combatir la violencia en contra de ellas. Los derechos protegidos por la Convención de Belém do Pará son:

a)   El derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado.

b)  El derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y las libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos.
En materia de armonización legislativa, el artículo 7, inciso c, de la Convención de Belém do Pará establece la obligación de los Estados Parte de adoptar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra las mujeres.

8.         Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (MESECVI), Convención de Belém do Pará.

El MESECVI fue diseñado a fin de dar seguimiento a los compromisos asumidos por los Estados Parte de la Convención de Belém do Pará, contribuir al logro de los propósitos establecidos en ella y facilitar la cooperación técnica entre los Estados Parte, así como con otros Estados miembros de la OEA y de los Observadores Permanentes. Cuenta con un Comité de Expertas y Expertos, que es el órgano técnico integrado por las y los especialistas en los temas que abarca la Convención.  Dicho Comité lleva a cabo rondas de evaluación multilateral y envía un cuestionario a las autoridades de los Estados sobre la implementación de las disposiciones de la Convención. A partir de estas respuestas, y con base en la información recabada, el Comité emite un Informe Hemisférico e informes del país signante y efectúa recomendaciones a las que deberá dar seguimiento.

9.         Primer Informe Hemisférico del MESECVI

El Primer Informe Hemisférico del MESECVI en materia de armonización legislativa recomendó que las sanciones que se impongan a la violencia en contra de las mujeres deberán estar de acuerdo con lo establecido en la Convención de Belém do Pará y los estándares internacionales en materia de derechos humanos, por lo que deben de hacerse “reformas en los códigos penales o la expedición de leyes especiales”. Asimismo, señala que estas normas deben de ser específicas para prevenir, sancionar y/o erradicar la violencia en contra de las mujeres, y que, por esta razón, se debe eliminar “toda norma que sea genéricamente neutra”. Además, subraya la importancia de hacer   reformas legislativas pertinentes en los ámbitos civil y penal a fin de evitar “limitaciones en el ejercicio de los derechos de las mujeres, especialmente su derecho a una vida libre de violencia”.
10.       Segundo Informe Hemisférico del MESECVI

En el Segundo Informe Hemisférico sobre la Implementación de la Convención de Belém Do Pará, del MESECVI,  el   Comité de Expertas y Expertos emitió recomendaciones a los Estados Parte sobre la armonización legislativa, refiriéndose de forma específica a la revisión y modificación de la definición de violencia dentro del marco jurídico, así como a la tipificación de la trata de personas y la prostitución forzada, de acuerdo con lo establecido en los instrumentos internacionales en la materia. Además, recomendó sancionar el acoso sexual en el trabajo; tipificar la violencia sexual, incluida la que se cometa en establecimientos estatales; sancionar los casos de conflictos armados y desastres naturales; tipificar la violación sexual entre cónyuges y uniones de hecho; prohibir los métodos de conciliación y mediación en casos de todo tipo de violencia contra las mujeres, ya sea en resoluciones extrajudiciales, así como en la legislación procesal. Asimismo, señala que se deberá prevenir y sancionar el feminicidio, evitando que se disminuya la pena por considerarlo resultado de una “emoción violenta”. También se recomienda la penalización de la violencia obstétrica y considerar la inseminación artificial y la esterilización forzada como delito común y como acto conducente al genocidio, crimen de guerra y crimen de lesa humanidad.

11.
Observaciones a los Informes de México, por parte del Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém Do Pará. (MESECVI).

De las observaciones hechas por el MESECVI al Primer Informe presentado por el  Estado Mexicano    en materia de armonización legislativa cabe resaltar las siguientes recomendaciones generales: revisar las legislaciones ordinarias de las entidades federativas que pudieran contravenir los derechos de las mujeres establecidos en sus Constituciones Políticas o en la Constitución Política Federal, a fin de considerar la emisión armónica de reformas legales o establecimiento de nuevas normas en los ámbitos penal, laboral, familiar y civil, entre otros, de manera tal que se concretizaran los mandatos de la Convención y las consideraciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. Así mismo recomiendan que se deberán “tomar medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer”.

Las recomendaciones específicas se centraron en solicitar se deroguen o en su caso modifiquen en las legislaciones estatales lo relativo al matrimonio niñas, se tipifique en todas las entidades federativas los delitos de hostigamientos sexual, violencia familiar y violación entre cónyuges.

En relación con el Segundo Informe presentado por el Estado Mexicano al MESECVI,  las recomendaciones generales hechas en materia de armonización legislativa son: tipificar el femicidio   (feminicidio) como un delito, así como unificar la legislación en materia de violencia en contra de las mujeres, lo anterior en todas las entidades federativas, incluyendo en el Distrito federal.

Lo señalado con anterioridad fue el marco jurídico nacional e internacional que aunado a la Jurisprudencia emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Corte Interamericana de Derechos Humanos se tomó como base para elaborar las propuestas de reformas legales que a continuación se presentan.

Derivado del análisis de la legislación del estado de Coahuila, se proponen los siguientes cambios a fin de llevar a cabo avances significativos y de esta manera cumplir con el pleno reconocimiento de los derechos de las mujeres.
Propuestas Legislativas en relación con la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

Las propuestas legislativas que serán presentadas siguiendo con la metodología que se utilizó para realizar el “Análisis y diagnóstico sobre armonización legislativa en materia de no discriminación y protección de los derechos humanos de las mujeres, tanto en los ámbitos civil como penal de Coahuila”, es decir se presentarán atendiendo al eje en el que se encuentra y en relación con el indicador que les corresponda, los ejes temáticos son:

•
Derecho a la igualdad

•
Derecho a la no discriminación,

•
Derecho a una vida libre de violencia

•
Interés superior de la infancia.

Cabe aclarar que en el cuerpo de la propuesta de reforma legislativa, la normatividad se presenta en el orden numérico que les corresponde a los artículos, respetando la estructura del instrumento legal.

•
En relación con el Eje del Derecho a la igualdad se proponen las siguientes reformas:

1. En relación con el artículo 276, se analizó atendiendo al indicador que establecía verificar si “reconoce los gastos de embarazo y parto dentro de los conceptos que integran los alimentos”. En la reforma se propone introducir como parte de la definición de los alimentos, los gastos de embarazo y parto, con la intención que esta sea integral, inclusiva y que contenga todos los elementos necesarios para la protección de este derecho humano. Otro punto de la propuesta es el reconocimiento al derecho a los alimentos a las personas con discapacidad y adultos mayores.

Cabe señalar que si bien es cierto en el artículo 283 se establece como obligación entre las parejas cubrir los gastos del embarazo y parto, se propone que se omita esta mención y solo se conserve la remisión al artículo 276 que contiene el concepto del derecho a los alimentos. En este mismo tenor se propone una reforma al artículo 280, en relación con la proporcionalidad del monto de los alimentos, esta se debe ajustar a la capacidad del deudor alimentista y las necesidades de quien deben recibirlos. Por lo que la autoridad judicial competente cuando no sean comprobables los ingresos, deberá resolver con base en la capacidad económica del deudor y el nivel de vida que los acreedores alimentarios hayan llevado en los dos últimos años.

Al efecto la CEDAW señala que las mujeres y los hombres “deben tener los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y con ocasión de su disolución”, es decir, debe haber un derecho recíproco de proporcionarse alimentos. En este sentido, la Recomendación General 24 del Comité de la CEDAW dice que:

Muchas mujeres corren peligro de muerte o pueden quedar discapacitadas por circunstancias relacionadas con el embarazo cuando carecen de recursos económicos para disfrutar de servicios que resultan necesarios o acceder a ellos, como los servicios previos y posteriores al parto y los servicios de maternidad.

En México, la SCJN ha reconocido que “los alimentos comprenden la comida, el vestido, la habitación, la atención médica y hospitalaria y, en su caso, educación, rehabilitación y atención geriátrica”. Este criterio jurisprudencial constituye un avance importante en el reconocimiento de los derechos de las mujeres.

Así, para que exista un pleno reconocimiento a este derecho de las mujeres, el concepto de alimentos debería incluir los gastos de embarazo y parto, así mismo la SCJN señala que se deben de contemplar los gastos de atención geriátrica por lo cual con la presente reforma se incluye para los adultos mayores, asimismo se prevé para personas con algún tipo de discapacidad o que requieran de asistencia o representación para el ejercicio de sus derechos  que se les proporcione en la medida de lo posible su rehabilitación. 

Con respecto a la educación cabe señalar que el artículo 3 de la CPEUM señala que serán obligatorias la educación  preescolar, primaria, secundaria y la media superior tal y como lo señala la Ley de Familia.

2.         El  artículo  238  establece  entre  otros  supuestos  que  la  o  el  cónyuge que esté imposibilitado para trabajar y no tenga medios para subsistir tendrá derecho a alimentos en caso de divorcio, pero contempla la suspensión de éste derecho si el cónyuge alimentista se casa, se une en concubinato o celebre Pacto Civil de Solidaridad, con persona distinta. La propuesta consiste en reformar diversos artículos para que la pensión se otorgue por un tiempo igual al que haya durado el matrimonio, concubinato o Pacto Civil de Solidaridad, sin ninguna otra restricción.

A fin de que exista una armonización en los derechos otorgados a las personas que reciben alimentos, se propone una reforma en al artículo 284, en donde se establece que personas unidas por una relación de pareja estable independientemente del estado civil de cada una de ellas, tienen la obligación recíproca de darse alimentos. En este artículo se contempla la condicionante de que esta obligación cese cuando se unan con persona distinta en matrimonio, concubinato o pacto civil de solidaridad, o en su caso durante un tiempo equivalente al que duró la relación. La propuesta de reforma se plantea en el sentido que la obligación dure por un tiempo igual al que haya durado la relación sin condicionante. Así mismo se omita lo relativo a que no se pueda reclamar este derecho cuando se alegue ingratitud, ya que esta circunstancia puede ser subjetiva.
Lo señalado se fundamenta en la CEDAW en donde se subraya que, de acuerdo con el principio de igualdad entre mujeres y hombres, ambos deben tener los mismos derechos y responsabilidades  en  el  matrimonio  y al disolverse  éste.   
Las  mujeres comparten en general, la experiencia de verse más perjudicadas económicamente que los hombres en las relaciones familiares y tras su disolución, la persona imposibilitada para trabajar tiene derecho a una vida digna y a recibir una pensión alimenticia, como lo establece el Comité de Expertas de la CEDAW:
“…en materia de consecuencia financieras de la disolución del matrimonio pueden clasificarse, a grandes rasgos, en dos categorías: las relativas al reparto de bienes y las relativas a la manutención después del divorcio o separación. Los regímenes de reparto de bienes y manutención después de la disolución del matrimonio favorecen a menudo a los maridos, con independencia de que las leyes sean o no neutrales en apariencia, debido a la influencia del género en la clasificación  de  los  bienes  matrimoniales objeto  de reparto, el insuficiente reconocimiento  de  las contribuciones  no financieras,  la  falta de  capacidad jurídica de la mujer para gestionar los bienes y los roles familiares basados en el género.”
Lo mencionado en el párrafo anterior se fortalece con lo establecido por el Comité de la CEDAW en su Recomendación General número 33, en la cual se indica como debe ser la actuación de las personas que representan jurídicamente a las mujeres en los juicios:

En casos de conflictos familiares o cuando las mujeres carecen de acceso en pie de igualdad al ingreso familiar, los proveedores de asistencia jurídica y defensa pública deben basar sus pruebas del ingreso familiar en el ingreso real” 

Por su parte, la SCJN emitió una tesis jurisprudencial en la que destaca la importancia de que el cónyuge imposibilitado para trabajar y que no tenga medios para subsistir tenga derecho a alimentos en caso de divorcio.

La obligación de dar alimentos derivada de una relación de matrimonio, desaparece al momento en que se declara disuelto el vínculo matrimonial, de esta ruptura puede surgir una nueva y distinta obligación que encuentra su razón de  ser en un deber tanto asistencial como resarcitorio derivado del desequilibrio económico que suele presentarse entre los cónyuges al momento de disolverse el vínculo matrimonial. “…surge de una realidad económica que coloca al acreedor de la pensión en un estado de necesidad e imposibilidad de allegarse de los medios suficientes para su subsistencia”… la mencionada disposición es armónica con la naturaleza y alcances de la figura, lo que permite la consecución de los fines de la misma consistentes en la plena eficacia del derecho fundamental  a  acceder a un nivel de vida digno de los cónyuges afectados por un desequilibrio económico post-marital.

En la Ley de Familia de Coahuila se reconoce expresamente la obligación de otorgar una pensión alimenticia a la o el cónyuge que esté imposibilitado para trabajar y que no tiene medios para subsistir, sin importar las actividades a que se hubiera dedicado en el matrimonio, como, por ejemplo, el cuidado de las hijas y/o los hijos.

Señala además que la obligación de proporciona alimentos cesa cuando la/el acreedor alimentista contraiga matrimonio, se una en concubinato o una vez que haya transcurrido el tiempo equivalente a la duración de la unión. Por lo que se sugiere eliminar que la obligación cese por una nueva unión, toda vez que vincula la terminación de un derecho al establecimiento de una nueva relación sentimental, pudiendo ser discriminatorio para quien recibe los alimentos, ya que no toma en cuenta las aportaciones que hizo mediante trabajo remunerado o no remunerado a la construcción del patrimonio familiar, actividades que incluyen las labores del hogar y el cuidado de los hijos.

•
Por cuanto al eje temático relativo al Derecho a la no Discriminación se plantea lo siguiente:

3.         En cuanto al artículo 147, el cual establece los fines del matrimonio, se presenta una reforma en donde se propone que estos fines se basen en conceptos universales como es el respeto a la dignidad de la persona y el derecho a vivir una vida libre de violencia y que abonen aun mas a favor de relaciones igualitarias en cuanto a derechos y obligaciones entre las personas que deciden contraer matrimonio.

Al efecto la CEDAW señala que los Estados Partes deberán adoptar todas las medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares, principalmente establecer: “Los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio”. Así mismo en su Recomendación General número 29 establece que: “Los Estados partes deberían aprobar códigos de familia o leyes relativas a la condición personal en forma escrita que establezcan la igualdad entre los  cónyuges o  integrantes de  la  pareja.”   La Recomendación  General número 33  al respecto señala que: “Los tratados y declaraciones internacionales y regionales de derechos humanos…contienen garantías relativas a la igualdad de sexo y/o género ante la ley y una obligación de   asegurar que todos  saquen provecho de la protección de la ley en condiciones de igualdad

En relación con los fines del matrimonio la SCJN ha señalado que su conceptualización tradicional pueda modificarse acorde con la realidad social y, por tanto, con la transformación de las relaciones humanas, esto se señaló en la Acción de Inconstitucional que se transcribe:

Así, aun cuando tradicionalmente el matrimonio hubiere sido considerado únicamente como la unión entre un hombre y una mujer, que entre sus objetivos principales tenía el de la procreación, no se trata de un concepto inmodificable por el legislador, ya que la Constitución General de la República no lo dispone así; además de que la relación jurídica matrimonial ha dejado de vincularse al fin de la procreación, sosteniéndose, primordialmente, en los lazos afectivos, sexuales, de identidad, solidaridad y de compromiso mutuos de quienes desean tener una vida en común.

Dentro del eje relativo al Derecho a la no Discriminación se encuentra el indicador que estable: “B.-Solicita al hombre demostrar que no tuvo acceso carnal con su esposa con el fin de desconocer su paternidad”, las reformas planteadas en relación a este son:

4. El artículo 319 presenta los supuesto mediante los cuales un hombre puede impugnar el reconocimiento de una hijo o una hija, en la Ley de Familia se abre la posibilidad de impugnar cuando se presuma que la cónyuge mantuvo relaciones sexuales con persona distinta, la reforma consiste en proponer que los medios que se admitan para probar la filiación sean primordialmente los de naturaleza científica, lo anterior para no causar algún perjuicio en la dignidad de las personas involucradas con otro tipo de probanzas. Esto con base en el interés superior de la infancia y con pleno respeto a los derechos humanos.

5. Así mismo y para efecto de que haya una armonización integral, se propone reformar en su redacción el artículo 327 el cual la temporalidad para intentar la acción de desconocimiento de filiación, este precepto señala que el hombre “descubrió el engaño” cuando es solo una presunción ya que precisamente esa es la acción que se debe de probar en juicio en contra de la mujer.

Valen para ambos artículos la siguiente fundamentación nacional e internacional:   En Coahuila se contempla la posibilidad de que el hombre desconozca su paternidad mediante pruebas que permitan acreditar que le fue físicamente imposible mantener relaciones sexuales con su cónyuge en un lapso de 120 días de los 300 días que transcurrieran antes del nacimiento del niño o la niña.

La petición hecha al marido de demostrar que no ha tenido “acceso carnal” con la esposa como podría presentar una carga moral para las mujeres por lo que se sustituye este término para garantizar aún más sus derechos sexuales y reproductivos, y probar de mejor manera la filiación del hijo o la hija.

Si bien es cierto que el hombre tiene derecho a presentar pruebas para desconocer la paternidad, también es cierto que las mismas deben de respetar lo establecido en la Declaración de Beijing en relación a que debe existir un “reconocimiento explícito y la reafirmación del derecho de todas las mujeres a controlar todos los aspectos de su salud, en particular su propia fecundidad”  Así mismo en el cuerpo de la Plataforma de Acción se menciona que “Los derechos humanos de la mujer incluyen su derecho a … su salud sexual y reproductiva, y decidir libremente respecto de esas cuestiones, sin verse sujeta a la coerción, la discriminación y la violencia.”

La CEDAW establece que se deben proteger en todo momento los derechos de las mujeres “por conducto de los tribunales nacionales competentes (…) contra todo acto de discriminación”. Así mismo el Comité de la CEDAW señala como obligación a los Estados que deben evitar la estigmatización y victimización de las mujeres dentro de los procedimientos al recomendar que se: “…utilice un criterio confidencial y con una perspectiva de género para evitar la estigmatización durante todas las actuaciones judiciales,   incluida   la   victimización   secundaria   en   casos   de   violencia,   durante   el interrogatorio,  la  reunión  de  pruebas  y  otros  procedimientos relacionados con la investigación”

•
El tercer eje que se aborda es el derecho a una vida libre de violencia, las propuestas legislativas que se presentan en torno al mismo son las siguientes:

6.- La reforma que se presenta tiene como referencia el indicador relativo al derecho de: “las y los cónyuges y concubinos para promover acciones en caso de violencia familiar.” El artículo 240 señala que: “El cónyuge que estime haber sufrido daño moral o afectación en los derechos de la personalidad con motivo y por el tiempo que estuvo unido en matrimonio o concubinato…”, no obstante se tiene a bien complementarlo, por lo que se propone reconocer en la redacción desde el inicio el derecho de las y los cónyuges y concubinos para interponer la acción, y además en la fracción II se establecen los tipos de violencia acorde a la LGAMVLV. Este último cambio de establecer los tipos de violencia también se hace en el artículo 265 relativo al compañero civil que estime haber sufrido daño o afectación en los derechos de la personalidad.

Al respecto el marco normativo nacional e internacional establece:

La Convención de Belém do Pará establece que “toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado”.

Por su parte, el Comité del MESECVI recomienda “…reformar la legislación civil y penal donde sea necesario, a fin de evitar limitaciones en el ejercicio de los derechos de las mujeres, especialmente su derecho a una vida libre de violencia”.

En el ámbito nacional, la SCJN define la violencia familiar como:

Cualquier acto, ya sea de hecho o por omisión recurrente, tendente a someter, controlar o agredir, ya sea física, verbal, psicoemocional o sexualmente a la víctima, acto o actos que también pueden ser a través del dominio y dirigidos a un miembro de la familia, ya sea en el propio domicilio o fuera de éste, siendo el sujeto pasivo cualquiera que tenga relación de parentesco por consanguinidad con el activo o tenga o haya tenido por afinidad matrimonio, concubinato o una relación sentimental de hecho.

La LGAMVLV define la violencia familiar como:

El acto abusivo de poder u omisión intencional, dirigido a dominar, someter, controlar, o agredir de manera física, verbal, psicológica, patrimonial, económica y sexual a las mujeres, dentro o fuera del domicilio familiar, cuyo

Agresor tenga o haya tenido relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato o mantengan o hayan mantenido una relación de hecho. 

7.- En relación con el indicador denominado “D. Considera la violencia como un impedimento para contraer matrimonio.”, se proponen reformas a los artículos 143 relativo a los impedimentos para contraer matrimonio, así como a los artículos 212 y 213 en todos ellos la propuesta se centra en especificar de manera más clara y contundente que es la violencia de género, las definiciones que se agregan son basadas en el marco jurídico nacional como es la LGAMVLV y en los instrumentos y recomendaciones internacionales en materia de derechos humanos de las mujeres.

La fundamentación el marco jurídico nacional e internacional es el siguiente: La Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer señala que “la violencia contra la mujer constituye  una  violación  de  los  derechos  humanos  y  las  libertades  fundamentales”.

Asimismo, la Convención de Belém do Pará establece como eje rector el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia; con este fin, los Estados deben establecer los marcos normativos que prohíban la violencia en todos los ámbitos, incluido el matrimonio. En este sentido, la CEDAW señala que los Estados Parte deberán tomar las “medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio”.  Así, señalar la violencia como un impedimento para contraer matrimonio responde al mandato de proteger los derechos humanos de quienes han decidido casarse.

En el ámbito nacional, la LGAMVL define la violencia en  contra de las mujeres como “…cualquier acción u omisión, basada en su género, que les cause daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial, económico, sexual o la muerte tanto en el ámbito privado como en el público”.

Al respecto, la SCJN señala que:

El derecho humano de la mujer a una vida libre de violencia y discriminación es interdependiente del derecho a la igualdad; primeramente, porque este último funge como presupuesto básico para el goce y ejercicio de otros derechos y porque los derechos humanos de género giran en torno a los principios de igualdad y no discriminación por condiciones de sexo o género.

La Ley de Familia contempla la violencia y el miedo como un impedimento para contraer matrimonio, sin embargo es mejor tomar en cuenta los tipos de violencia establecidos en la LGAMVL.
En relación a la nulidad del matrimonio en los casos en que haya violencia o miedo, la Ley de Familia supedita su procedencia a la concurrencia de ciertas circunstancias, entre ellas, a que exista el riesgo de perder la vida, libertad, salud, bienes y “la honra”. Este último concepto ha sido definido por la SCJN como: “(…) dignidad, buena fama, prestigio, concepto público, buen nombre (…)”. Es un elemento de naturaleza pudiese ser subjetiva.
8.- Dentro del eje del derecho a una vida libre de violencia se propone la creación de un capítulo que se integraría al final de la Ley de Familia relativo a la Violencia Familiar, se considera una aportación valiosa. Además se agregan definiciones que proporcionaran a la autoridad jurisdiccional herramientas para una aplicación de la justicia desde una perspectiva de género con un pleno respeto a los derechos humanos. Otro elemento importante que se agrega en este Capítulo es el relativo a las Órdenes de Protección, esto con la finalidad de cumplir con lo mandatado por los organismos internacionales y nacionales en materia de protección a las personas víctimas de violencia. Por lo que este se agregaría como el Título XII, y comprendería del artículo 646 al artículo 652.

El marco normativo nacional e internacional que sirve de fundamento es el siguiente:

La Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer señala que “la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales”. Asimismo, la Convención de Belém do Pará establece como eje rector el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia; con este fin, los Estados deben establecer los marcos normativos que prohíban la violencia en todos los ámbitos, incluido el matrimonio. La Convención de Belém do Pará define la violencia contra las mujeres como “…cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado”, y puede ejercerse en la familia o unidad doméstica. En el Primer Informe Hemisférico del MESECVI, las expertas recomiendan que las legislaciones de los Estados incluyan “la sanción de la violencia contra las mujeres en el ámbito de la familia en los códigos penales o leyes especiales”, de manera que estas conductas sean penalizadas por parte del Estado. En este sentido, la CEDAW señala que los Estados Parte deberán tomar las “medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio”.  Así, señalar la violencia como un impedimento para contraer matrimonio responde al mandato de proteger los derechos humanos de quienes han decidido casarse.

En el ámbito nacional, la LGAMVLV define la violencia en contra de las mujeres como “…cualquier acción u omisión, basada en su género, que les cause daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial, económico, sexual o la muerte tanto en el ámbito privado como en el público”.

Al respecto, la SCJN señala que:

El derecho humano de la mujer a una vida libre de violencia y discriminación es interdependiente del derecho a la igualdad; primeramente, porque este último funge como presupuesto básico para el goce y ejercicio de otros derechos y porque los derechos humanos de género giran en torno a los principios de igualdad y no discriminación por condiciones de sexo o género.

En cuanto a las órdenes de protección el Comité de la CEDAW señala que los Estados Parte “deben establecer medidas de protección (…) para las mujeres que son víctimas de violencia o que se encuentren en peligro de serlo”.  En la Recomendación General número 33, a los Estados Parte, el Comité de CEDAW, señala que se: “…Adopten medidas para garantizar que las mujeres no se vean sometidas a demoras indebidas en sus solicitudes de protección y que todos los  casos de discriminación basada en el género comprendidos en el derecho penal, incluida la  violencia, sean tramitados de manera oportuna e imparcial.”

En las Observaciones Finales a los informes 7º y 8º presentados por México ante el Comité de CEDAW, se recomendó que se debía “garantizar que las autoridades pertinentes sean conscientes de la importancia de emitir órdenes de protección para las mujeres que se enfrentan a riesgos y adoptar las medidas necesarias para mantener la duración de las órdenes de protección hasta que la víctima de la violencia deje  de estar expuesta al riesgo”.  Asimismo, el Comité de Expertas del MESECVI señala que los Estados deben “asegurar que las medidas de protección sean expedidas en todos los casos de violencia contra las mujeres.”

En el ámbito Nacional, La LGAMVLV señala que las órdenes de protección –que pueden ser de prevención, de emergencia y de naturaleza civil–consisten en: Actos de protección y de urgente aplicación en función del interés superior de la Víctima y son fundamentalmente precautorias y cautelares. Deberán otorgarse por la autoridad competente, inmediatamente que conozcan de hechos probablemente constitutivos de infracciones o delitos que impliquen violencia contra las mujeres.

•
El cuarto eje temático del análisis es el interés superior de la infancia, en este se analizarán los derechos de niñas y niños a la luz de los siguientes indicadores.

9.- El primer indicador que se abordará es el relativo a lo establecido en la Ley en el artículo 305 en donde se establece como una causa de suspensión de la obligación el que se carezca de medios, por lo que la reforma va en el sentido que ese supuesto sea declarado judicialmente y así evitar conductas fraudulentas por parte de las personas obligadas a proporcionar los alimentos. Así mismo en los artículos 305 y 306 se propone que solo se podrá suspender, revocar o terminar la obligación de dar alimentos por las causas ahí señaladas a los beneficiarios mayores de 18 años, para fortalecer el respeto del interés superior de la infancia y al derecho humano a la alimentación de las niñas y niños.

La Convención sobre los Derechos del Niño señala la obligación de “asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley.” Asimismo, señala que los Estados Parte deben tomar las medidas apropiadas para “asegurar el pago de la pensión alimenticia por parte de los padres u otras personas que tengan la responsabilidad financiera por el niño, tanto si viven en el Estado Parte como si viven en el extranjero”.

En el ámbito nacional, el artículo 4 constitucional considera el derecho de la niñez como un derecho público subjetivo, y establece que los ascendientes deben velar por el cumplimiento y el respeto de los derechos de las niñas y los niños. La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes señalan que éstos deberán “disfrutar de una vida plena en condiciones acordes a su dignidad y en condiciones que garanticen su desarrollo integral” y establece “la obligación de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, de asegurarles los principios básicos de la salud y la nutrición”.

Respecto a la imposibilidad de cumplir con ese deber, la SCJN señala que

La imposibilidad de cumplir con el deber de dar alimentos a los padres, hace obligatorio dicho cumplimiento a los ascendientes más próximos en grado por ambas líneas, se debe entender como el impedimento físico o mental de que adolezcan los progenitores, que les impida desarrollar cualquier actividad que les proporcione los recursos necesarios para contribuir al sostenimiento de los hijos, pero no se da cuando el padre es desobligado y en forma irresponsable y ventajosa, oculta los ingresos que obtiene para evadir el cumplimiento de su obligación.

En este criterio jurisprudencial es importante que se pondere que esta situación no debe dar lugar al incumplimiento de obligaciones de forma dolosa. La SCJN señala que los impedimentos a que se refiere la ley son físicos y/o mentales, pero que este supuesto no debe de aplicarse cuando se utilice, por parte de las personas obligadas, como una forma de evadir la obligación, aduciendo, de manera dolosa, que se “carece de medios” para cumplirla.

10.- Como parte de este eje temático se encuentra el indicador en relación a comprobar si la legislación “E.  Señala que la profesión de los hijos o las hijas debe ser adecuada para su sexo.”, en este caso el artículo 276 al final del primer párrafo no establece esta condición solo señala que el oficio, arte o profesión que se les proporcione como parte del concepto de alimentos deben ser honestos, por lo que la propuesta pretende que se excluya la palabra “honesto” a fin de garantizar la educación de los niños y niñas.

La fundamentación nacional e internacional que se tomó para esta propuesta es la siguiente: La Convención de los Derechos del Niño señala la obligación de los Estados Parte de reconocer el derecho de los niños y las niñas a la educación y de “…hacer la enseñanza superior accesible a todos, sobre la base de la capacidad, por cuantos medios sean apropiados”;  es decir, los Estados deben garantizarles el acceso a una formación lícita de acuerdo con su capacidad. En la Recomendación General número 31 el Comité de la CEDAW,  subraya que las prácticas nocivas también se pueden presentar como una forma de violencia hacia las mujeres, niñas y niños haciéndolas parecer una forma de protección, al respecto señala que es una preocupación que: “… las prácticas se utilicen para justificar la violencia contra la mujer como una forma de “protección” o dominación de las mujeres y los niños en el hogar o la comunidad, en la escuela o en otros entornos e instituciones educativos, y en la sociedad en general.”

El artículo 5 constitucional establece que “a ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos”.

Asimismo, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes los reconoce como titulares de derechos humanos, por lo que se debe “orientar a niñas, niños y adolescentes respecto a la formación profesional, las oportunidades de empleo y las posibilidades de carrera”, con el fin de que puedan ejercer su derecho a la libre elección de trabajo, profesión y oficio de acuerdo con sus capacidades y de manera libre de estereotipos.

El Estado de Coahuila garantiza este derecho pues en su Ley de Familia no establece que la profesión de los hijos y las hijas debe ser la adecuada para su sexo.

11.- En relación con el indicador que señala “F. Contempla la violencia contra las niñas y los niños como causa de pérdida de patria potestad.”, por lo que la propuesta de reforma es agregar esta causal al artículo 432, con la finalidad de asegurar a las niñas y niños una vida libre de violencia. 

El fundamento de esta propuesta es el siguiente: La Convención de Belém do Pará obliga a los Estados Partes a garantizar “el derecho de mujeres y niñas a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado,”  atendiendo al interés superior de la niñez. Por su parte, la Convención de los Derechos del Niño establece el derecho de niños y niñas a vivir en un entorno seguro, y señala la obligación de los Estados Parte de adoptar medidas legislativas y educativas con la finalidad de que el niño o la niña esté protegida y segura contra cualquier forma de “perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño/a se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo”.

Por su parte, la SCJN prevé que cuando se invoca la violencia familiar como  pérdida de la patria potestad, la acción se funda “no sólo en un hecho particular y aislado, sino en un cúmulo de actos y situaciones de maltrato.”

12.- En cuanto al indicador relativo a “G. Reconocer la igualdad entre padres y madres para el reconocimiento de los hijos y las hijas nacidas de una relación distinta al matrimonio.”, son varias las propuestas de reforma que se presentan, estas atendiendo a fortalecer los derechos de los niños y niñas a contar con una filiación así como la obligación que tienen el padre y la madre de llevar a cabo el reconocimiento de los hijos e hijas en igualdad de circunstancias independientemente el estado civil. Los artículos en los cuales se propone una reforma son: artículo 346, la propuesta obedece a refirmar la obligación del padre y la madre a reconocer a sus hijos ya de forma conjunta o separadamente.

En el artículo 353, se propone que los hijos e hijas de las mujeres casadas pueda ser reconocidos por sus padres biológicos aun cuando estos no sean los cónyuges de sus madres, cuando estás así lo acepten, lo cual se complementa con la propuesta de reforma a los artículos 62 y 63, lo anterior para efecto de que se tenga el mismo derecho que tiene el hombre casado de reconocer hijos e hijas que son procreados con personas distintas a los y las cónyuges. Además en esta ley el hombre puede desconocer la paternidad cuando presuma que su cónyuge (mujer) sostuvo relaciones sexuales con otra persona, por lo que esta reforma pretende que ambos padre y madre tengan las mismas oportunidades de ejercer su derecho de reconocimiento de hijos e hijas con quien sean sus progenitores biológicos sin necesidad de llegar a posteriores juicios de desconocimiento o en su caso reconocimiento de filiación. Así mismo se propone un cambio en la redacción al artículo 363 en donde se establece la obligación del padre de reconocer a los hijos/hijas aun cuando no este casado con la madre, y el derecho que tiene esta de representarles en juicio.

En cuanto al artículo 344 en relación con el reconocimiento de los hijos e hijas de personas menores de 18 años, si bien es cierto la justificación de su redacción se basa en a razón de que, al prohibirse el matrimonio infantil en la entidad, desaparece la emancipación por esa causa, y es necesaria la intervención de padres y tutoras se propone una reforma para que los padres y madres menores de 18 años esten apoyados y asesorados por la instancia encargada de salvaguardar los derechos humanos de la infancia.

La normativa nacional e internacional establece al respecto: La Declaración Universal de Derechos Humanos señala que “todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio tienen derecho a igual protección social”.  Asimismo, la Convención Americana Sobre Derechos Humanos reconoce la protección a la familia, y afirma que los Estados Parte deben reconocer en su legislación “iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera de matrimonio como a los nacidos dentro del mismo”.

Por su parte, el Comité de la CEDAW señala que algunos países no respetan el principio de igualdad de los padres de familia, especialmente cuando no están casados. Sus hijos no siempre gozan de la misma condición jurídica que los nacidos dentro del matrimonio y, cuando las madres están divorciadas o viven separadas, muchas veces los padres no comparten las obligaciones del cuidado, la protección y el mantenimiento de sus hijos.

En este punto es trascendente mencionar lo que el Comité de CEDAW señala en la Recomendación número 33 en relación con la obligación que tienen los Estados Parte de garantizar el derecho a la igualdad en los procedimientos y evitar que se le exija a la mujer mayores cargas probatorias en los procedimientos, y que refiere:

Los  Estados partes garanticen que el principio de igualdad ante la ley  tenga efecto mediante la adopción de medidas para abolir todas las leyes, procedimientos, reglamentaciones, jurisprudencia y  prácticas existentes  que discriminen directa o indirectamente contra la mujer, especialmente en cuanto a su acceso a la justicia, y supriman los obstáculos discriminatorios al acceso a la justicia, entre otros:...iii) Las normas de corroboración que discriminan contra las mujeres como testigos, querellantes y demandadas exigiendo que cumplan con una carga de la prueba superior a la de los  hombres a fin de establecer un delito o solicitar un recurso.

Con respecto a la asesoría y acompañamiento que se propone reciban las personas menores de 18 años que realicen el reconocimiento de sus hijos e hijas por parte de las instancias encargadas de la protección de los derechos de la infancia, es importante tomar en cuenta lo señalado por el Comité de la CEDAW en la Recomendación General número 31:

Siempre deben tenerse en cuenta el interés superior del niño y la protección de los derechos de las niñas y las mujeres, y deben darse las condiciones necesarias que les permitan expresar su punto de vista y garanticen que sus opiniones reciben la atención que les corresponde.

Asimismo, la SCJN establece que “debe tenerse presente que es un derecho del hijo tener su filiación correspondiente, y no una mera facultad de los padres hacerlo posible”.  El reconocimiento de la filiación es un derecho humano y no una potestad del padre o de la madre con independencia del estado civil. Los instrumentos legales nacionales e internacionales establecen el derecho de los niños y las niñas a ser reconocidos por su padre y madre desde el momento de su nacimiento. Diferentes instrumentos “preconizan el derecho de la niñez a ser protegidos (sic) contra toda forma de discriminación por motivos de filiación, así ha expresado la comunidad internacional su propósito de evitar que sean afectados a causa de su origen; hecho natural en el que no tuvieron ninguna injerencia y que en múltiples ocasiones les causa una afectación a sus derechos”. El derecho de niñas y niños a ser reconocidos por su padre y su madre es fundamental para que puedan ejercer otros derechos directamente interconectados, como los derechos a un nombre, nacionalidad, alimentación, salud y vivienda. En otras palabras, el derecho a ser reconocido asegura su supervivencia, desarrollo y bienestar.

La Ley de Familia de Coahuila establece el derecho de la madre y el padre de reconocer, a su hija o hijo. No obstante, establece que para que el hijo o hija de una mujer casada sea reconocido por otra persona distinta a su cónyuge, en tanto sólo lo permite cuando éste haya desconocido su paternidad o que ella ya no viva con su cónyuge y lo reconozca una persona distinta como progenitor. Por lo que se modifica a fin de respetar aun más los derechos sexuales o reproductivos de las mujeres independientemente de su estado civil, así como el derecho de las hijas/hijos de contar con el reconocimiento de su padre biológico y por lo tanto contar con su filiación real.
Propuestas Legislativas en relación con el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Para el análisis del Código Penal del Estado se revisaron dieciocho tipos penales que se considera que tienen más repercusiones en la vida de las mujeres y las niñas, pues las afectan de forma desproporcional. Estos tipos tutelan los derechos humanos a la protección a la vida, la libertad sexual, la integridad física y psicológica, siendo el Estado Mexicano sujeto obligado a garantizar, proteger y respetar estos derechos. Esta selección tomó como referencia algunos trabajos previos que se han hecho en materia de armonización legislativa, así como la clasificación estadística de delitos de género del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática.
Adicionalmente, se realizó una revisión transversal y desde la perspectiva de género al Código Penal para identificar la existencia de disposiciones discriminatorias o contrarias a los derechos humanos de las mujeres, con base en los siguientes criterios comunes a todos los delitos:
a)  Uso sexista del lenguaje.

b)  Individualización de la pena. 

c)   Emoción violenta.

Cabe señalar que los delitos que se seleccionaron, en algunos no fue necesario proponer reformas ya que cumplían con los estándares internacionales de protección a los derechos humanos de las mujeres, asimismo desde el año dos mil catorce a la fecha, se han llevado a cabo importantes reformas legislativas que cumplen con las propuestas que en su momento se hicieron en el “Análisis y diagnóstico sobre armonización legislativa en materia de no discriminación y protección de los derechos humanos de las mujeres, tanto en los ámbitos civil como penal de Coahuila”. Por lo que, como una forma de fortalecer este trabajo tan importante que se está llevando a cabo en el Estado, se presentan las siguientes propuestas de reformas en materia penal a distintos delitos, a fin de cumplir en la medida de lo posible con las recomendaciones y sentencias que se han emitido al Estado Mexicano en materia de derechos humanos.

Las propuestas de reforma se presentarán siguiendo el orden numérico en que aparecen los delitos en el Código Penal de la entidad.

1.- Delito de Inseminación Artificial Indebida. La propuesta de reforma al artículo 383 consiste en establecer las sanciones en contra de quienes llevaron a cabo la inseminación indebida.

El fundamento de esta propuesta señala que: La Recomendación General 21 del Comité de la CEDAW sugirió que los Estados Parte informen sobre las medidas adoptadas para garantizar el acceso de las mujeres a los servicios de salud, y que impidan que se realicen conductas que violen los derechos humanos de las mujeres   prohibiendo “prácticas coercitivas que tienen graves consecuencias para la mujer, como el embarazo, el aborto o la esterilización forzados”. La salud reproductiva “es un estado general de bienestar físico, mental y social y no de mera ausencia de enfermedades o dolencias, en todos los aspectos relacionados con el sistema reproductivo y sus funciones y procesos. En consecuencia, la salud reproductiva entraña la capacidad de disfrutar de una vida sexual satisfactoria y sin riesgos y de procrear, y la libertad para decidir hacerlo o no hacerlo, cuándo y con qué frecuencia.”.
La Convención de Belém do Pará considera que algunos tipos de violencia contra la mujer, como la física, la sexual y la psicológica, pueden tener lugar en establecimientos de salud. Al respecto, el Comité de Expertas del MESECVI solicita que se dicten “regulaciones sobre la inseminación artificial y sanciones a quienes la realicen sin consentimiento de las mujeres”.
En México, la Constitución reconoce el derecho humano a la protección de la salud, y señala que “[t]oda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y espaciamiento de sus hijos”. En este sentido, el Estado Mexicano debe garantizar y proteger el derecho de las mujeres a decidir sobre cuestiones relativas a su función reproductiva en condiciones de igualdad y sin discriminación. El ejercicio de este derecho se ve conculcado cuando una mujer es obligada por medios clínicos a embarazarse en contra de su voluntad, situación que violenta sus derechos sexuales y reproductivos. Éstos son derechos humanos reconocidos en Tratados Internacionales y en la Constitución Federal.
Así pues, aunque el Código Penal de Coahuila tipifica el delito de inseminación artificial indebida –en armonía con la normatividad nacional e internacional–, no contempla la disposición de que además de las penas previstas se impondrá la suspensión para ejercer la profesión o, en caso de servidores públicos, inhabilitación para el desempeño del empleo, cargo o comisión públicos, por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta, así como la destitución, como está establecido en el CPF, por lo cual se propone reformarlo en ese sentido.
2.- Delito contra la Dignidad e Igualdad de las Personas. En este delito establecido en el artículo 383 BIS se propone agregar la discriminación por género para armonizarlo con el artículo 1 de la CPEUM, asimismo se señala la obligación para la autoridad jurisdiccional de establecer lo relativo a la reparación del daño, las medidas afirmativa, y garantizar que los actos, omisiones o prácticas sociales discriminatorias no se vuelvan a repetir en perjuicio de la víctima.

Esta propuesta encuentra su fundamento en la siguiente normatividad: La CEDAW señala que por Discriminación contra la Mujer deberá entenderse:

“Toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”.

El artículo 1 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (CERD) define el concepto de la discriminación como sigue:
“Toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública”.
La Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación en su artículo 1 fracción III define la discriminación como:

 “Para los efectos de esta ley se entenderá por discriminación toda distinción, exclusión, restricción o preferencia que, por acción u omisión, con intención o sin ella, no sea objetiva, racional ni proporcional y tenga por objeto o resultado obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y libertades, cuando se base en uno o más de los siguientes motivos: el origen étnico o nacional, el color de piel, la cultura, el sexo, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, económica, de salud o jurídica, la religión, la apariencia física, las características genéticas, la situación migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las preferencias sexuales, la identidad o filiación política, el estado civil, la situación familiar, las responsabilidades familiares, el idioma, los antecedentes penales o cualquier otro motivo;

También se entenderá como discriminación la homofobia, misoginia, cualquier manifestación de xenofobia, segregación racial, antisemitismo, así  como  la discriminación racial y otras formas conexas de intolerancia.”.

El Código Penal del Estado contempla la discriminación bajo la figura de delitos contra la dignidad e igualdad de las personas. Como elementos de esta figura penal establece diferentes tipos de discriminación, como la que se da por razón de sexo, embarazo, estado civil, entre otras. No obstante, se considera oportuno mencionar expresamente la discriminación en razón de género como una de las figuras típicas de los delitos contra la dignidad e igualdad. El criterio de género actualmente se considera como parte de la conducta que constituye limitación laboral.
Por otra parte, en el tipo penal mencionado no se establece una referencia expresa sobre las medidas afirmativas, las cuales no deben considerarse como discriminación, tal como lo contempla la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación. Asimismo, se propone reformar el tipo penal a fin de agregar las consideraciones relativas a la reparación del daño y medidas para garantizar que no se repitan los actos, las omisiones o las prácticas sociales discriminatorias en contra de las víctimas.

3.- Delito de Esterilidad Provocada. La propuesta al presente ilícito contemplado en el artículo 383 BIS 1, consiste en establecer la reparación del daño a favor de la víctima de forma integral a cargo del agresor. Además, se agrega el artículo 383 BIS 2 que establecen las sanciones cuando esta acción se lleva a cabo en personas menores de dieciocho años o que sean incapaces para comprender el significado del hecho o no puedan resistir. En el artículo que se propone como 383 BIS 3 se establecen los agravantes para dicha figura y el numeral 383 BIS 4 señala la suspensión para ejercer la profesión o, en caso de servidores públicos, la inhabilitación para el desempeño del empleo, cargo o comisión públicos, así como la destitución, como sanción adicional a quien cause la esterilidad provocada. 
La propuesta de reforma se fundamenta en los siguientes ordenamientos: La Recomendación General 19 del Comité de la CEDAW señala que “[l]a esterilización y el aborto obligatorios influyen adversamente en la salud física y mental de la mujer y violan su derecho a decidir el número y el espaciamiento de sus hijos”. Para asegurar que este tipo de conductas no sucedan, los Estados Partes deben informar y “[n]o deben permitir formas de coerción, tales como la esterilización sin consentimiento o las pruebas obligatorias de enfermedades venéreas o de embarazo como condición para el empleo, que violan el derecho de la mujer a la dignidad y dar su consentimiento con conocimiento de causa”.

La Convención de Belém do Pará señala que la violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica, ejercida en establecimientos de salud o en cualquier otro lugar. En este sentido, el Comité de Expertas del MESECVI solicita a los Estados que adopten: “disposiciones que criminalicen la esterilización forzada como delito común y como acto conducente al genocidio, crimen de guerra y crimen de lesa humanidad”. Asimismo, en su Primer Informe el Comité señala que “[e]n legislaciones donde los derechos sexuales y reproductivos no son protegidos ni reconocidos se puede incurrir en graves violaciones a estos derechos, traducidas en (…) esterilización forzada, altas tasas de morbilidad y mortalidad materna, entre otros”.
En el marco normativo nacional, la Constitución reconoce a toda persona el derecho a la protección de la salud, y el CPF señala que:

“Comete el delito de esterilidad provocada quien sin el consentimiento de una persona practique en ella procedimientos quirúrgicos, químicos o de cualquier otra índole para hacerla estéril.

Al responsable de esterilidad provocada se le impondrán de cuatro a siete años de prisión y hasta setenta días multa, así como el pago total de la reparación de los daños y perjuicios ocasionados, que podrá incluir el procedimiento quirúrgico correspondiente para revertir la esterilidad.

Además de las penas señaladas en el párrafo anterior, se impondrá al responsable la suspensión del empleo o profesión por un plazo igual al de la pena de prisión impuesta hasta la inhabilitación definitiva, siempre que en virtud de su ejercicio haya resultado un daño para la víctima; o bien, en caso de que el  responsable  sea servidor público se le privará del empleo, cargo o comisión público que haya estado desempeñando, siempre que en virtud de su ejercicio haya cometido dicha conducta típica.”
La esterilidad provocada viola los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres, su “derecho a tener control sobre las cuestiones relativas a su sexualidad, incluida su salud sexual y reproductiva, y decidir libremente respecto de esas cuestiones, sin verse sujeta a la coerción, la discriminación y la violencia”.
Si bien el Código Penal de Coahuila tipifica esta conducta, a diferencia del CPF, no se señala la obligación de reparar los daños y perjuicios ocasionados por el procedimiento quirúrgico para esterilizar sin el consentimiento de la mujer, ni establece como sanción la inhabilitación o suspensión del empleo de la persona responsable de realizar el procedimiento, tampoco establece la inhabilitación del servidor público que aplicara la esterilización forzada, por lo cual se propone la modificación del citado ordenamiento en ese sentido.
4.- Delito de Violación. En cuanto hace al delito de violación se realizan propuestas de reforma a los artículos 384 y 385, las cuales versan sobre agregar la violencia psicológica, como un medio para cometer el delito. Se agrega en el artículo 385 la violación en el concubinato y en el artículo 388 BIS se propone la reforma de que en caso de muerte como consecuencia de violación se apliquen las penas del feminicidio.

La fundamentación nacional e internacional señala que “La violencia sexual es una de las formas de violencia más graves que se cometen en contra de las mujeres”. Al respecto, el Comité de la CEDAW estipula que se deben de tomar “medidas jurídicas eficaces, como sanciones penales, recursos civiles e indemnización para protegerlas contra todo tipo de violencia, hasta la violencia y los malos tratos en la familia, la violencia sexual y el hostigamiento en el lugar de trabajo”. El artículo 2 de la Convención de Belem do Pará establece que “Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica: que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual”. Por su parte, el Comité de Expertas del MESECVI recomendó “tipificar la violencia sexual y la violación sexual dentro del matrimonio o unión de hecho y revisar las normas de procedimiento penal a fin de remover los obstáculos que podrían impedir a las mujeres obtener justicia en esos casos”.
En el ámbito nacional, la Ley General de Acceso de la Mujeres a una Vida Libre de Violencia dispone que la violencia sexual “es cualquier acto que degrada o daña el cuerpo y/o la sexualidad de la Víctima y que por tanto atenta contra su libertad, dignidad e integridad física. Es una expresión de abuso de poder que implica la supremacía masculina sobre la mujer, al denigrarla y concebirla como objeto”.
Con respecto a la violación entre cónyuges, la SCJN ha señalado que “cuando uno de los cónyuges obtiene la cópula por medios violentos –sean éstos físicos y/o morales–, queda debidamente integrado el delito de violación, sin importar la existencia del vínculo matrimonial”.
Cabe señalar que todos los supuestos relacionados con el delito de violación se persiguen de oficio.

En ese sentido, destaca el hecho de que el Código Penal establece expresamente la violación entre cónyuges pero no incluye a las personas que viven en concubinato por lo que se propone reformarlo con el objeto de agregar el concubinato. Por otra parte, en el delito de violación se contempla la figura de “acceso carnal y violento y violación con resultado de muerte”, en el artículo 388 BIS del Código Penal, circunstancia que puede derivar en la actualización del feminicidio.
5.- Delito de Rapto. La propuesta de reforma para el delito de rapto que se establece en el artículo 389, es el cambio de denominación a “privación de la libertad con fines sexuales” pero también se proponen nuevos elementos constitutivos del tipo penal para castigar esta conducta acordes con la realidad de los hechos.

Asimismo, se complementa con el artículo 390 en el que se propone establecer un agravante en los casos de que la persona tenga menos de dieciocho años o sea una persona que no tuviere capacidad de comprender el significado del hecho o de decidir conforme a esa comprensión, o por cualquier circunstancia personal no pueda resistirlo. Aunado a lo anterior, en el artículo 391 se propone señalar un atenuante para los casos en que la víctima sea restituida sin haberse practicado el acto sexual por parte del sujeto activo. 
Dicha propuesta se fundamentó en la siguiente normativa: El delito de rapto es una figura anacrónica que refuerza la visión estereotipada de la mujer como objeto. Se ha derogado en 22 entidades federativas, así como en el CPF; en algunos estados donde la figura persiste, se le tipifica como privación ilegal de la libertad con fines sexuales, con lo que se elimina el supuesto de llevarlo a cabo con fines de matrimonio. Coahuila forma parte de los pocos estados que conservan el tipo penal, y señala que tiene lugar cuando, por medio de violencia física o moral, o del engaño, se sustraiga o retenga a una persona para satisfacer algún deseo erótico o para casarse.

El Comité de la CEDAW establece que los Estados deben de tomar “medidas jurídicas eficaces, como sanciones penales, recursos civiles e indemnización para proteger (a las mujeres) contra todo tipo de violencia, (…) incluida la violencia sexual.” Asimismo, agrega que hay actitudes tradicionales que pueden “llegar a justificar la violencia contra la mujer como una forma de protección o dominación (…) según las cuales se considera a la mujer como subordinada o se le atribuyen funciones estereotipadas perpetúan la difusión de prácticas que entrañan violencia o coacción”. Esto se reafirma en la Recomendación General 33 de la CEDAW, en la cual se establece que los Estados Parte: “…ejerzan la debida diligencia para prevenir, investigar, castigar y ofrecer reparación por todos los delitos cometidos contra mujeres y además se elimine la tipificación como delito discriminatoria y revisen y supervisen todos los procedimientos judiciales para garantizar que no discriminen directa o indirectamente contra la mujer”.
6.- Delito de Estupro. Este delito señalado en el artículo 394 tuvo reformas recientes y se armonizó la edad de la víctima a 18 años. La propuesta de reforma es un ajuste al artículo 396, en donde se hace referencia a la figura de los alimentos que ahora se encuentra reglamentada en la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

7.- Delito de Abuso Sexual. El delito de abuso sexual se encuentra contenido en los artículos 397 y 398 del Código Penal de la entidad, y la propuesta que se presenta es agregar la violencia psicológica como medio de comisión del delito.

El fundamento de esta propuesta es el siguiente: El abuso sexual es una conducta violenta, que afecta particularmente a las mujeres, y que ha sido reconocida tanto en el ámbito internacional como en el nacional. La Convención de Belém do Pará establece que “[l]a violencia  contra  la  mujer  incluye  la  violencia  física,  sexual  y  psicológica (…) y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual”.
Al respecto, la SCJN señala que la expresión abuso sexual debe entenderse como cualquier acción dolosa con sentido lascivo que se ejerza en el sujeto pasivo, sin su consentimiento, el cual podría ser desde un roce, frotamiento o caricia, pues el elemento principal que se debe valorar para considerar que se actualiza el delito en mención, es precisamente la acción dolosa con sentido lascivo que se le imputa al sujeto activo.

El abuso sexual es un delito tipificado en las 32 entidades federativas del país, pero sin una categorización homogénea, ya que se lo denomina de diferentes maneras. El Estado debe proteger el libre ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos de las personas.

8.- Delito de Acoso Sexual. En relación con el delito de acoso sexual señalado en el artículo 399 BIS, se propone una reforma en el que se refuerzan los elementos que integran el tipo penal, así como las sanciones. Si bien es cierto hay una reforma reciente que agrega lo relativo  al  acoso por  medios informáticos o cibernéticos, también lo es que se sigue condicionando la sanción a una serie de circunstancias que dificultan que esta acción pueda ser castigada.
El tipo penal actualmente establece que será punible el acoso sexual cuando el sujeto activo pueda causar un daño personal, laboral, educativo, profesional o patrimonial. En este caso, la configuración del tipo penal se condiciona a que se produzca un elemento subjetivo como la posible comisión de un daño. Con ello se desestima el perjuicio que la propia acción de acoso o asedio genera en la victima y es independiente al resultado ulterior que pueda darse como consecuencia de la conducta delictiva.
9.- Delito de Hostigamiento Sexual. Este delito no existe actualmente en el Código Penal del Estado, la propuesta de reforma contempla que se pueda castigar el hostigamiento que se realiza por aquellas personas que abusando de su posición jerárquica de poder causan daño a quien en determinado momento se encuentran en una situación de indefensión.

A continuación se presenta la fundamentación desde el ámbito nacional e internacional para los delitos de acoso sexual y hostigamiento sexual. El Comité de Expertas del MESECVI recomienda “sancionar el acoso sexual en el trabajo, en los centros de salud y educativos y en cualquier otro ámbito, tal como dispone el artículo 2 de la Convención de Belém do Pará y derogar cualquier disposición que revictimice a las mujeres afectadas o que obstaculice sus intentos de obtener sanciones para los responsables y una reparación adecuada”.
Asimismo, el Comité de CEDAW solicita a los Estados aborden los delitos cibernéticos al recomendar que: “…tomen medidas, incluida la promulgación de legislación, para proteger a la mujer contra delitos leves y delitos cibernéticos”.
La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia define el acoso sexual y el hostigamiento sexual de la siguiente manera:

“Artículo 13.- El hostigamiento sexual es el ejercicio del poder, en una relación de subordinación real de la víctima frente al agresor en los ámbitos laboral y/o escolar. Se expresa en conductas verbales, físicas o ambas, relacionadas con la sexualidad de connotación lasciva.

El  acoso  sexual  es  una  forma  de  violencia  en la  que,  si  bien  no  existe  la subordinación, hay un ejercicio abusivo de poder que conlleva a un estado de indefensión y de riesgo para la víctima, independientemente de que se realice en uno o varios eventos.”. 
En el Estado de Coahuila se tipifica el acoso sexual de conformidad con la definición de la LGAMVLV. No obstante, no se tipifica el hostigamiento, figura que supone una relación de subordinación de la víctima frente al agresor. El Código Penal únicamente establece una conducta agravada, basada en la calidad del sujeto activo, es decir, cuando éste sea un servidor público que utilice los medios propios del cargo para acosar sexualmente. Estos supuestos podrían ubicar esta conducta como hostigamiento sexual, como lo define la LGAMVLV.

Así pues, es necesario tipificar de forma separada cada delito, toda vez que los elementos constitutivos del delito de hostigamiento sexual son diferentes a los del acoso sexual: en el primero existe una relación de subordinación; el segundo se da entre pares. Al ser delitos autónomos, cada uno debe contar con una definición propia, así como con sanciones y agravantes, de manera que se pueda integrar mejor el caso y se dé un castigo acorde a los responsables. Además, la sanción debe considerar los derechos de las víctimas, la reparación del daño y lo relativo a la permanencia del agresor en el lugar de trabajo o estudio.

Con base en las anteriores consideraciones y fundamentos, se presenta esta propuesta de reformas legales a la Ley de Familia para Coahuila de Zaragoza y al Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, esto con el objetivo de fortalecer el respeto a los derechos humanos de las mujeres en el Estado y que se pueda actuar a su favor con la debida diligencia.
En virtud de lo anterior, es que ponemos a consideración de este Honorable Congreso del Estado para su revisión, análisis y en su caso aprobación, la siguiente iniciativa de:
DECRETO
PRIMERO. Se reforma los artículos 62 y 63, la fracción V del artículo 143, los artículos 147, 212, 213, 238, la fracción II, los párrafos primero y segundo del artículo 240, la fracción II del artículo 256, la fracción II del artículo 265, el artículo 276, el segundo párrafo del artículo 280, el artículo 283, el penúltimo y último párrafo del artículo 284, los artículos 305 y 306, el primer párrafo del artículo 319, el artículo 327, el primer párrafo del 344, los artículos 346, 353 y 363; se adiciona un segundo párrafo al artículo 250, un segundo párrafo al artículo 319, un segundo párrafo al artículo 344, la fracción VII al artículo 432, el título décimo segundo que contiene los capítulos primero y segundo y comprende los artículos del 646 al 652 de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
Artículo 62. Cuando la hija o hijo nazcan de un hombre casado y una persona soltera distinta a la cónyuge, podrán acudir de forma conjunta a reconocerle ante él o la Oficial del Registro Civil. La madre no podrá desconocer a su hija o hijo bajo ninguna circunstancia.
Artículo 63. Cuando la hija o hijo nazcan de una mujer casada con persona distinta al cónyuge, podrán acudir de forma conjunta a reconocerle ante él o la Oficial del Registro Civil, en los términos del artículo 353 de esta ley.
Artículo 143. … 

I. a IV. ...

V. La violencia física, sexual, económica, patrimonial y psicológica.

VI. a X. …

…
Artículo 147. Los cónyuges están obligados a cumplir con lo fines del matrimonio a partir de un plano de igualdad, del respeto a su dignidad, de la asistencia mutua, a procurarse una vida libre de violencia, dentro del respeto irrestricto de sus derechos humanos.
Artículo 212. La acción de nulidad proveniente del atentado contra la vida de alguno de los cónyuges para casarse con el que quede libre, puede ser deducida por el cónyuge víctima del atentado, por sus hijas o hijos o por el Ministerio Público, dentro de un término igual al que se señala para la prescripción del delito, contado desde que se celebró el nuevo matrimonio. Si el cónyuge víctima del atentado fallece, o es víctima de feminicidio la acción deberá continuarla de oficio el Ministerio Público dentro del plazo antes mencionado.
Artículo 213. La violencia física, psicológica, sexual, patrimonial y económica será causa de nulidad del matrimonio si concurren las circunstancias siguientes: 

I. Que la violencia ejercida sobre la o el cónyuge la pongan en riesgo su vida, su integridad, su dignidad, su libertad, la salud o una parte considerable de los bienes; o bien, que haya sido de tal grado determinante, que la víctima haya celebrado el matrimonio en contra de su voluntad. 

II. Que la violencia haya sido en contra de la o el cónyuge o a sus ascendientes, descendientes o a sus demás parientes colaterales dentro del segundo grado. 

III. Que esta haya subsistido al tiempo de celebrarse el matrimonio. 

La acción que nace de esta causa de nulidad sólo puede deducirse por el cónyuge agraviado, dentro de un año   contado desde la fecha en que cesó el último acto de la violencia o intimidación. En caso contrario, el cónyuge agraviado podrá proceder penalmente.
Artículo 238. La autoridad judicial competente que decrete el divorcio resolverá sobre el pago de alimentos a favor del cónyuge que, teniendo la necesidad de recibirlos durante el matrimonio, se haya dedicado preponderantemente a las labores del hogar, al cuidado de las hijas o hijos o esté imposibilitado para trabajar y carezca de bienes que produzcan frutos, sin perjuicio de la acción compensatoria prevista en la disposición siguiente.

La autoridad judicial tomando en cuenta las circunstancias del caso podrá aumentar, disminuir o cancelar la obligación de dar alimentos; empero, esta obligación a favor del cónyuge que se haya divorciado se extingue cuando haya transcurrido un término igual a la duración del matrimonio.
Artículo 240. Las personas unidas en matrimonio o concubinato que estimen haber sufrido daño moral o afectación en los derechos de la personalidad con motivo y por el tiempo que estuvieron unidas, podrán ejercer la acción prevista en el artículo 1895 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en contra de quien fue su cónyuge o concubino.

Se presumirá el daño moral y, por tanto, habrá lugar a la indemnización, además de los casos previstos en el párrafo segundo del artículo de referencia, cuando un cónyuge o concubino:

I. …

II. Ejerza violencia familiar de tipo física, psicológica, sexual económica o patrimonial.

III. …
Artículo 250. …

La autoridad judicial tomando en cuenta las circunstancias del caso podrá aumentar, disminuir o cancelar la obligación de dar alimentos; empero, esta obligación a favor del concubino después de la separación se extingue cuando haya transcurrido un término igual a la duración del concubinato.
Artículo 256. …

I. ...

II. La obligación, monto y aseguramiento de alimentos. Tomando en cuenta las circunstancias del caso podrá aumentar, disminuir o cancelar la obligación de dar alimentos; empero, esta obligación a favor del compañero civil después de la terminación se extingue cuando haya transcurrido un término igual a la duración del Pacto Civil de Solidaridad.

III. …

…
Artículo 265. …

…

I. …

II. Ejerza violencia familiar de tipo física, psicológica, sexual económica o patrimonial.

III. a V. …

…
Artículo 276. Para los efectos legales se entiende por alimentos: la alimentación nutritiva, el vestido, la habitación, la atención médica y psicológica preventiva integrada a la salud, la  asistencia  médica  y terapéutica  en  casos de  enfermedad,  los  gastos  relativos  al embarazo y el parto, la recreación. Respecto de las niñas y niños los alimentos comprenden los gastos necesarios para la educación preescolar, primaria, secundaria y media superior del alimentista, su recreación y para proporcionarle algún oficio, arte o profesión adecuados a sus circunstancias personales.

Para personas con algún tipo de   discapacidad o que requieran de asistencia o representación para el ejercicio de sus derechos se deberá proporcionar en la medida de lo posible su rehabilitación y los elementos para una vida digna.

En el caso de las personas adultas mayores que carezcan de capacidad económica, la persona a la que le corresponda proporcionarle alimentos deberá además proveer atención geriátrica que redunde en una buena calidad de vida, debiéndose en la medida de lo posible integrarse a la familia.
Artículo 280. …

Cuando  no  sean  comprobables  el  salario  o  los  ingresos  del  deudor  alimentario,  la autoridad judicial competente resolverá con base en la capacidad económica del deudor y el nivel de vida que sus acreedores alimentarios hayan llevado en los dos últimos años.
Artículo 283. Los cónyuges y concubinos deben darse alimentos. Esta ley determina cuando queda subsistente esta obligación en los casos de divorcio y en los demás que ella señale.

Los compañeros civiles deben darse alimentos. La ley determinará cuando queda subsistente esta obligación en los casos de terminación del pacto civil de solidaridad y en los demás que ella señale.

Los convivientes, deben darse alimentos. La ley determinará cuando queda subsistente la obligación en caso de terminación de la sociedad.
Artículo 284. …

I. a III. …

Al cesar la relación a que se refiere este artículo y alguno de sus integrantes carece de ingresos o bienes que produzcan frutos suficientes para su sostenimiento, tiene derecho a una pensión alimenticia por un tiempo igual al que haya durado aquella relación. 

La autoridad judicial tomando en cuenta las circunstancias del caso podrá aumentar, disminuir o cancelar la obligación de dar alimentos; empero, esta obligación a favor de la pareja necesitada se extingue cuando haya transcurrido un término igual a la duración de la relación.
Artículo 305. Se suspende la obligación de dar alimentos:
I. Cuando judicialmente se ha declarado que él o la que la tiene carece de medios para cumplirla.  

II. Cuando él o la alimentista mayor de dieciocho años deja de necesitar los alimentos en los casos del artículos 8 y 9 de esta Ley.

III. Cuando la necesidad de los alimentos dependa de la conducta viciosa o de la falta de aplicación al trabajo del o la alimentista mayor de dieciocho años, mientras subsistan estas causas.

IV. Si él o la alimentista, mayor de dieciocho años sin consentimiento del que debe dar los alimentos, abandona la casa de éste por causas injustificadas.
Artículo 306. Cesa la obligación de dar alimentos a los mayores de dieciocho años, en caso de injuria, falta o daño grave inferidos por el o la alimentista contra el que debe prestarlos, si no está en los casos de excepción.
Artículo 319. Contra las presunciones establecidas por el artículo 318 de esta ley, se puede ejercer la acción de desconocimiento de la paternidad, sí al marido se le ocultó el nacimiento, si es estéril, salvo el caso de fecundación asistida, si le fue físicamente imposible o que no tuvo relaciones sexuales con su esposa en los primeros ciento veinte días de los trescientos que han precedido al nacimiento o si considera que ésta mantuvo alguna relación con otra persona en la que se presuma que hubo contacto sexual.

Esto se acreditará con toda clase de pruebas, considerándose como idóneas las científicas en el área médico-biológica que permitan establecer la filiación, debiéndose salvaguardar siempre la dignidad de las personas y respetando sus derechos humanos, así como observándose en todo momento el interés superior de las niñas y niños.

Artículo 327. En todos los casos en que el hombre tenga el derecho de contradecir que la o el nacido es hija o hijo de su matrimonio, deberá deducir su acción dentro de ciento ochenta días contados desde el nacimiento, si está presente; desde el día en que llegó al lugar, si estuvo ausente; desde el día en que tuvo conocimiento del supuesto engaño, si se le ocultó el nacimiento o si considera que su cónyuge mantuvo alguna relación con otra persona en la que se presuma que hubo contacto sexual.
Artículo 344. La niña o niño no puede reconocer a su hija o hijo sin la asistencia o representación del que o de los que desempeñen su patria potestad, o tutela, o, a falta de éstos, o por su negativa injustificada, sin la autorización judicial o demás autoridades que sean competentes.

En todo momento contarán con la asistencia social del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y protección de Derechos y en su caso con la representación de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia.
Artículo 346. El padre y la madre están obligados a reconocer junta o separadamente a sus hijos e hijas.
Artículo 353. La hija o hijo de una mujer casada podrá ser reconocido por otra persona distinta al cónyuge, en cualquiera de los dos casos siguientes:

I. Cuando haya sentencia ejecutoriada que declare que no es del cónyuge.
II. Cuando la madre de la o el hijo reconocido por otra persona distinta del cónyuge, acepte como padre a quien hizo el reconocimiento.  
Artículo 363. El padre tiene la obligación de reconocer la paternidad de los hijos o hijas aun cuando no este unido civilmente a la madre. Este reconocimiento puede ser en forma voluntaria o por sentencia ejecutoriada que declare la paternidad, estando legitimada la madre para el ejercicio de dicha acción durante toda la minoría de edad del hijo o hija. 
Artículo 432. …

I. a VI. …

VII. Cuando el que la ejerza cometa actos de violencia física, psicológica o sexual, en contra de la niña o niño.

…
TÍTULO DÉCIMO SEGUNDO
DE LA VIOLENCIA FAMILIAR
CAPITULO PRIMERO 

Disposiciones Generales
Artículo 646. Por Violencia Familiar se entiende:

Todo acto abusivo de poder u omisión intencional, dirigido a dominar, someter, controlar, o agredir de manera física, verbal, psicológica, patrimonial, económica y sexual a las personas, dentro o fuera del domicilio familiar, cuyo agresor tenga o haya tenido relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato, pacto civil de solidaridad o mantengan o hayan mantenido una relación de hecho.

Artículo 647. La violencia familiar se puede presentar mediante los siguientes tipos de violencias:

I. La violencia psicológica. Es cualquier acto u omisión que dañe la estabilidad psicológica, que puede consistir en: negligencia, abandono, descuido reiterado, celotipia, insultos, humillaciones, devaluación, marginación, indiferencia, infidelidad, comparaciones destructivas, rechazo, restricción a la autodeterminación y amenazas, las cuales conllevan a la víctima a la depresión, al aislamiento, a la devaluación de su autoestima e incluso al suicidio;

II. La violencia física.- Es cualquier acto que inflige daño no accidental, usando la fuerza física o algún tipo de arma u objeto que pueda provocar o no lesiones ya sean internas, externas, o ambas;

III. La violencia patrimonial.- Es cualquier acto u omisión que afecta la supervivencia de la víctima. Se manifiesta en: la transformación, sustracción, destrucción, retención o distracción de objetos, documentos personales, bienes y valores, derechos patrimoniales o recursos económicos destinados a satisfacer sus necesidades y puede abarcar los daños a los bienes comunes o propios de la víctima;

IV. La violencia económica.- Es toda acción u omisión del Agresor que afecta la supervivencia económica de la víctima. Se manifiesta a través de limitaciones encaminadas a controlar el ingreso de sus percepciones económicas, así como la percepción de un salario menor por igual trabajo, dentro de un mismo centro laboral;

V. La violencia sexual.- Es cualquier acto que degrada o daña el cuerpo y/o la sexualidad de la Víctima y que por tanto atenta contra su libertad, dignidad e integridad física. Es una expresión de abuso de poder que implica la supremacía masculina sobre la mujer, al denigrarla y concebirla como objeto, y

VI. Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean susceptibles de dañar la dignidad, integridad o libertad de las personas que integran la familia.

Artículo 648. Los integrantes de la familia tienen derecho a desarrollarse en un ambiente de respeto a su dignidad e integridad física, psicológica, económica y sexual y tienen la obligación de evitar conductas que generen violencia familiar.

Se entiende por integrante de la familia a la persona que se encuentre unida a otra por una relación de matrimonio, concubinato, pacto civil de solidaridad o por un lazo de parentesco consanguíneo, en línea recta ascendente o descendente sin limitación de grado, colateral o afín hasta el cuarto grado, así como de parentesco civil.

No se justifica en ningún caso como forma de educación o formación el ejercicio de la violencia hacia las niñas y niños.

Artículo 649. También se considera violencia familiar las conductas llevadas a cabo contra la persona que esté sujeta a su custodia, guarda, protección, educación, instrucción o cuidado, siempre y cuando el agresor y el ofendido convivan o hayan convivido en el ámbito familiar.

Artículo 650. Los integrantes de la familia que incurran en violencia familiar, deberán reparar los daños y perjuicios que se ocasionen con dicha conducta, con autonomía de otro tipo de sanciones que éste y otros ordenamientos legales establezcan.

En todas las controversias derivadas de violencia familiar, el Juez dictará órdenes de protección que sean necesarias para salvaguardar la integridad de las personas afectadas.

CAPITULO SEGUNDO

De Las Ordenes De Protección En Caso De Violencia Familiar

Artículo 651. Las órdenes de protección: Son actos de protección y de urgente aplicación en función del interés superior de la víctima y son fundamentalmente precautorias y cautelares. Deberán otorgarse por el la autoridad judicial competente, inmediatamente que conozcan de hechos probablemente constitutivos de infracciones o delitos que impliquen violencia familiar de cualquier tipo.

Artículo 652. Las Ordenes de Protección en materia familiar además de las establecidas en la Ley de Acceso de la Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza,  en el Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza y demás ordenamientos aplicables pueden ser:

I. Suspensión temporal al agresor del régimen de visitas y convivencia con sus descendientes;
II. Prohibición al agresor de enajenar o hipotecar bienes de su propiedad cuando se trate del domicilio conyugal; y en cualquier caso cuando se trate de bienes de la sociedad conyugal;
III. Posesión exclusiva de la víctima sobre el inmueble que sirvió de domicilio;
IV. Embargo preventivo de bienes del agresor, que deberá inscribirse con carácter temporal en el Registro Público de la Propiedad, a efecto de garantizar las obligaciones alimentarias;

V. Obligación alimentaria provisional e inmediata;
VII. Y aquellas que se consideren necesarias para salvaguardar la dignidad e integridad de las personas con pleno respeto a los derechos humanos y ponderando el interés superior de la infancia.

Corresponde a las autoridades jurisdiccionales competentes valorar las órdenes y la determinación de medidas similares en sus resoluciones o sentencias. Lo anterior con motivo de los juicios o procesos que se estén ventilando en los tribunales a su cargo.
SEGUNDO. Se reforma el párrafo segundo del artículo 355, los párrafos primero y sexto del artículo 383 BIS, el artículo 383 BIS 1, el párrafo primero del artículo 384, el artículo 385, la fracción II del artículo 387, el artículo 388 BIS, la denominación del capítulo segundo del título tercero del apartado cuarto del libro segundo, los artículos 389, 390, 391, 396 y 397, el último párrafo del artículo 398 y el artículo 399 BIS; se adiciona un último párrafo al artículo 383, un párrafo séptimo al artículo 383 BIS, los artículos 383 BIS 2, 383 BIS 3 y 383 BIS 4 y el capítulo sexto al título tercero del apartado cuarto del libro segundo conformado por el artículo 400 BIS 1; se derogan los artículos 392 y 393, del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
ARTÍCULO 355. ...
El tipo penal de la figura anterior admitirá las modalidades agravantes o atenuantes del homicidio doloso y sus penalidades, en caso de que haya sido por razón de género se estará a lo señalado en el artículo 336 BIS 1 que establece el feminicidio, además se aplicarán las reglas del concurso.
ARTÍCULO 383. ...

I. a VIII. ...

...
...
Además de las penas previstas en los párrafos anteriores, se impondrá la suspensión para ejercer la profesión o, en caso de servidores públicos, la inhabilitación para el desempeño del empleo, cargo o comisión públicos, por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta, así como la destitución.
ARTÍCULO 383. BIS. SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS DE LOS DELITOS CONTRA LA DIGNIDAD E IGUALDAD DE LAS PERSONAS. Se impondrá pena de seis meses a tres años de prisión y multa, a quien injustificadamente por razones de edad, sexo, género, embarazo, estado civil, raza, color de piel, idioma, religión, ideología, orientación sexual, opiniones políticas, posición social o económica, discapacidad, condición física, estado de salud o de cualquier otra índole, atente contra la dignidad humana o anule o menoscabe los derechos y libertades de las personas mediante la realización de las siguientes conductas:

I. a V. ...

...

...

...

...

La autoridad judicial competente estará obligada en su resolución a señalar a favor de la víctima lo relativo a la reparación del daño y las medidas afirmativas correspondientes que garanticen que los actos, omisiones o prácticas sociales discriminatorias no se repitan en su perjuicio.

Este delito, sólo se perseguirá por querella de parte ofendida. 
ARTÍCULO 383. BIS 1. SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS DE LA ESTERILIDAD PROVOCADA. Se impondrán de cuatro a siete años de prisión y multa, a quien sin el consentimiento de una persona mayor de edad practique en ella procedimientos quirúrgicos, químicos o de cualquier otra índole con el propósito de provocarle esterilidad.

Además deberá cubrirse la reparación del daño, la cual podrá consistir, de ser procedente, en la reestructuración, apertura, recanalización de conductos deferentes o cualquier otro procedimiento quirúrgico que restablezca la función reproductora anulada y, en su caso, tratamiento psicológico, cuyo costo será a cargo del sujeto activo.
ARTÍCULO  383. BIS 2.  SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS DE ESTERILIDAD PROVOCADA EN PERSONAS MENORES DE EDAD O INCAPACES. Se impondrán de seis a diez años de prisión y multa, a quien practique procedimientos quirúrgicos, químicos o de cualquier otra índole con el propósito de provocar la esterilidad de una persona sin capacidad para comprender el significado del hecho o para resistirlo, o de una persona menor de dieciocho años, aún con su consentimiento o de quien detente la guarda, custodia, atención o cuidado, tutela o patria potestad de la víctima.

ARTÍCULO 383. BIS 3. AGRAVANTES DE LAS FIGURAS TÍPICAS DE ESTERILIDAD PROVOCADA. Cuando el delito descrito en los dos artículos precedentes se realice valiéndose de medios o circunstancias que le proporcione su empleo, cargo o comisión públicos, profesión o cualquier otra que implique subordinación por parte de la víctima, se aumentará en un tercio más la pena prevista. 

Asimismo, se aumentará la pena en los términos previstos en el párrafo anterior en el supuesto de que el delito se realice con violencia física, psicológica o moral, aprovechándose de la ignorancia, extrema pobreza o cualquier otra circunstancia que hiciera vulnerable a la víctima.

ARTÍCULO 383. BIS 4. SANCIÓN ADICIONAL A QUIENES CAUSEN LA ESTERILIDAD PROVOCADA. Además de las penas previstas en los artículos 383 BIS 1, 383 BIS 2 y 383 BIS 3, se impondrá la suspensión para ejercer la profesión o, en caso de servidores públicos, la inhabilitación para el desempeño del empleo, cargo o comisión públicos, por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta, así como la destitución.
ARTÍCULO 384. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA DE VIOLACIÓN. Se aplicará prisión de siete a catorce años y multa: A quien por medio de la violencia física, psicológica o moral tenga cópula con una persona sin su voluntad, cualquiera que sea su sexo.

...
ARTÍCULO 385. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA DE VIOLACIÓN EN EL MATRIMONIO O CONCUBINATO. Se aplicará prisión de tres a diez años y multa: A quien por medio de la violencia física, psicológica o moral tenga cópula con la persona con quien esté unida en matrimonio o concubinato sin la voluntad de ésta.
ARTÍCULO 387. ...

I. ...

II. VIOLACIÓN PREPOTENTE. Se realice por el ascendiente en contra del descendiente; por el adoptante en contra del adoptado o adoptada; el tutor en contra de su pupilo o pupila; el padrastro en contra del hijastro o hijastra; o la persona con quien se tenga una relación de hecho en contra del hijo o hija de su pareja.

III. y IV. ...

...

...
ARTÍCULO 388 BIS. ACCESO CARNAL VIOLENTO Y VIOLACIÓN CON RESULTADO DE MUERTE O LESIONES. Si el autor matare a la víctima o a través de la violencia sexual o de la violación le causare la muerte; además de las sanciones que le correspondan por el delito de violación, se le aplicarán las sanciones relativas al feminicidio establecido en el artículo 336 BIS 1, atendiendo a las reglas del concurso. Las lesiones dolosas que resulten de la comisión de este delito se sancionarán, además de las que le son propias, con la penalidad de las lesiones calificadas.

CAPÍTULO SEGUNDO
PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD CON FINES SEXUALES

ARTÍCULO 389. SANCIÓN Y FIGURA TÍPICA DE PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD CON FINES SEXUALES. Al que prive a otro de su libertad, con el propósito de realizar un acto sexual, se le impondrá de uno a siete años de prisión y multa.

ARTÍCULO 390. SANCIÓN Y FIGURA TÍPICA DE LA PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD CON FINES SEXUALES EN PERSONAS MENORES DE EDAD O INCAPACES. Cuando la persona a quien se le prive de la libertad sea menor de dieciocho años o sea una persona que no tuviere capacidad de comprender el significado del hecho o de decidir conforme a esa comprensión, o por cualquier circunstancia personal no pueda resistirlo, se le impondrá de dos a ocho años de prisión y multa.
ARTÍCULO 391. SANCIÓN Y FIGURA TÍPICA DE LA PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD CON FINES SEXUALES ATENUADA. Si dentro de las veinticuatro horas siguientes a la privación, el autor del delito restituye la libertad a la víctima, sin haber practicado el acto sexual, la sanción será de tres meses a tres años de prisión.

Este supuesto se perseguirá de oficio solo en cuanto hace a personas menores de dieciocho años y personas que no tuvieren capacidad de comprender el significado del hecho o de decidir conforme a esa comprensión, o por cualquier circunstancia personal no puedan resistirlo.

ARTÍCULO 392. Se deroga
ARTÍCULO 393. Se deroga

ARTÍCULO 396. AMPLIACIÓN DE LA REPARACIÓN DEL DAÑO POR CONSECUENCIAS ESPECÍFICAS DE VIOLACIÓN O ESTUPRO. Si como consecuencia de la violación o del estupro hay descendencia, la reparación del daño comprenderá, además de lo que señala este código, la ministración de alimentos al hijo o hija en los términos de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.
ARTÍCULO 397.- SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS DE ABUSO SEXUAL. Se aplicará de uno a cinco años de prisión y multa: A quien sin el propósito de llegar a la cópula y sin consentimiento de una persona de cualquier sexo, mayor de quince años de edad, ejecute en ella o la haga ejecutar un acto erótico. 

Si se hiciere uso de la violencia física, psicológica o moral suficiente para intimidar al ofendido y cometer el delito, se incrementará en una mitad más las sanciones mínima y máxima.
ARTÍCULO 398.- ...
...

Si se emplea violencia física, psicológica o moral suficiente para intimidar a la víctima y cometer el delito, se aplicará de tres a ocho años de prisión y multa.
ARTÍCULO 399 BIS. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA DE ACOSO SEXUAL. Se aplicará de uno a cinco años de prisión y multa: A quien solicite favores sexuales para sí o para una tercera persona o realice una conducta de naturaleza sexual indeseable para quien la recibe, ya sea de manera directa, a través de medios informáticos, audiovisuales, virtuales o de cualquier otra forma, que le cause un daño o sufrimiento psicológico el cual lesione su dignidad, y coloque a la víctima en un estado de indefensión o de riesgo, independientemente de que se realice en uno o varios eventos.

Si la acción se realiza a través de medios informáticos, se impondrá además, la prohibición de comunicarse a través de dichos medios o redes sociales, hasta por un tiempo igual a la pena impuesta. 

Las sanciones se aumentarán en un tercio más si el sujeto activo puede causar un daño personal, laboral, educativo, profesional o patrimonial; o si el sujeto pasivo del delito es una persona menor de edad o sin capacidad de comprender el significado del hecho o de decidir conforme a esa comprensión.

La misma sanción prevista en el párrafo anterior, se aplicará en el caso de que el sujeto activo fuere servidor público y utilizare los medios propios del cargo, además de la destitución e inhabilitación para ocupar empleo, cargo o comisión en el servicio público por un período de uno a cinco años. 

CAPITULO SEXTO

HOSTIGAMIENTO SEXUAL
ARTÍCULO 400 BIS 1. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA DE HOSTIGAMIENTO SEXUAL. Se aplicará de dos a siete años de prisión y multa: A quien, basado en el ejercicio del poder, en una relación de subordinación real respecto de la víctima, realice una conducta de tipo verbal, física o ambas, relacionadas con la sexualidad de connotación lasciva que le cause un daño o sufrimiento psicológico que lesione su dignidad, y coloque a la víctima en un estado de indefensión o de riesgo, independientemente de que se realice en uno o varios eventos.
Las sanciones se aumentarán en un tercio más si el sujeto activo dado su posición de ejercicio de poder puede causar un daño personal, laboral, educativo, profesional o patrimonial; o si el sujeto pasivo del delito es una persona menor de edad o sin capacidad de comprender el significado del hecho o de decidir conforme a esa comprensión.
Las mismas sanciones se aplicarán si el sujeto activo fuere servidor público y utilizaré los medios propios de su cargo jerárquico. Adicionalmente será destituido e inhabilitado para ocupar empleo, cargo o comisión en el servicio público por un período de dos a siete años.
Este delito se perseguirá por querella.

TRANSITORIOS

ÚNICO: El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Las disposiciones contenidas en este Decreto que reforman la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, entrarán en vigor el mismo día que inicie la vigencia de dicha Ley.
Dado en la Residencia Oficial del Poder Ejecutivo del Estado, a los 22 días del mes de abril del año 2016.
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